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RESUMEN 

El expediente materia de análisis versa sobre la controversia entre ECROMSA INDUSTRIAL 

S.A.C., en su calidad de contribuyente, y la Administración Tributaria a razón de que esta no aceptó la 

deducción de un gasto por depreciación de bienes muebles que fueron materia de un aporte de capital 

a la compañía. De esta forma, el expediente permite abordar una serie de problemáticas jurídicas 

vinculadas con diferentes ramas del Derecho como lo son, principalmente, el Derecho Societario y 

Tributario; siendo que, dentro de estas problemáticas jurídicas se desarrollará el análisis de validez 

bajo la normativa societaria del aporte de bienes no dinerarios efectuado a la compañía, así como 

también, del cumplimiento de la normativa tributaria para efectos de la deducción del gasto por 

depreciación de los bienes aportados, centrándonos principalmente en el análisis respecto a la 

valorización de dichos bienes y su correspondiente acreditación. De igual manera, en nuestro 

expediente de análisis abordaremos la problemática jurídica vinculada con el respeto de los principios 

constitucionales tributarios de legalidad, reserva de ley y capacidad contributiva en el actuar de la 

Administración Tributaria al momento de emitir sus conclusiones sobre la correcta determinación de 

la obligación tributaria. Así, en un contexto donde rige la supremacía de la Constitución, y, en el que 

en cada vez más casos la Administración Tributaria pretende actuar como legislador exigiendo al 

contribuyente más allá de lo que la misma norma tributaria exige, el presente caso resulta relevante 

y necesario de ser abordado. Cabe señalar que, a través del método dogmático-jurídico, para el 

informe se utilizó como metodología la revisión de diversa jurisprudencia y doctrina aplicables al caso 

concreto. 
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I. INTRODUCCIÓN 

El presente informe jurídico aborda la controversia jurídica suscitada entre ECROMSA 

INDUSTRIAL S.A.C. y la Administración Tributaria a razón de un procedimiento de fiscalización 

definitivo iniciado por concepto de Impuesto a la Renta de tercera categoría del ejercicio 2004, en el 

que la Administración Tributaria al emitir sus conclusiones respecto a la verificación de la correcta 

determinación del impuesto realizada por el contribuyente, realizó un reparo a la deducción del gasto 

por depreciación de determinados bienes del activo fijo que habrían sido materia de un aporte de 

capital por parte de una accionista de la Compañía, centrándose principalmente en que esta no habría 

cumplido con las condiciones establecidas en la normativa tributaria a efectos de aceptar la deducción 

del referido gasto por depreciación, así como, de forma concreta, no habría acreditado la valorización 

de los bienes aportados toda vez que consideró que: i) la Compañía no presentó el informe de 

valorización a que se refiere la Ley General de Sociedades puesto que en este no constaba el registro 

de profesional calificado de la persona que lo suscribió, y, ii) tampoco habría presentado otros 

documentos de fecha cierta que permitan acreditar dicha valorización. 

Al no estar conforme la Compañía con la decisión de la Administración Tributaria, interpuso un 

recurso de reclamación contra la resolución de determinación, no obstante, ello no fue respondido 

por la Administración dentro del plazo establecido por ley, por lo que la Compañía dio por denegado 

su recurso impugnatorio e interpuso recurso de apelación a efectos de que este se analizado por el 

Tribunal Fiscal y se pueda pronunciar sobre el fondo de la controversia. 

La elección del presente expediente se basa en la riqueza y diversidad de problemáticas jurídicas 

que nos permite abordar el caso de análisis desde una perspectiva del Derecho Societario y Tributario, 

así como también de la vinculación de estas con el Derecho Constitucional Tributario, lo cual, entre 

otras problemáticas jurídicas, comprende: i) el análisis de validez bajo la normativa societaria del 

aporte de bienes no dinerarios efectuado a la Compañía, centrándonos principalmente en la validez 

del informe de valorización presentado por ECROMSA de acuerdo con el artículo 27 de la Ley General 

de Sociedades y el artículo 36 del Reglamento de Registro de Sociedades; ii) el análisis del 

cumplimiento de la normativa tributaria establecida tanto en la Ley del Impuesto a la Renta como del 

Reglamento de la misma, para efectos de la deducción del gasto por depreciación de los bienes 

aportados, dándole mayor prioridad al análisis respecto a la valorización de dichos bienes y su 

correspondiente acreditación mediante la presentación del informe de valorización inserto a la 

escritura pública, así como de otros documentos proporcionados por la Compañía; y, iii) el análisis del 

respeto de los principios constitucionales tributarios de legalidad, reserva de ley y capacidad 
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contributiva en el actuar de la Administración Tributaria al momento de emitir sus conclusiones sobre 

el procedimiento de fiscalización y la correcta determinación de la obligación tributaria. 

Así, en un contexto donde rige la supremacía de la Constitución, y, en el que en cada vez más 

casos la Administración Tributaria pretende actuar como legislador exigiendo al contribuyente más 

allá de lo que la misma norma tributaria exige, el presente caso resulta relevante y necesario de ser 

abordado, incluyendo su análisis desde una perspectiva constitucional tributaria, lo cual no fue 

efectuado ni delimitado por el Tribunal Fiscal en la resolución que emitió con motivo de la presente 

controversia. 

Ahora bien, a efectos de realizar el análisis descrito y, con la finalidad de otorgar mayor claridad 

al respecto, se deben tener en claro las siguientes precisiones. En primer lugar, el presente informe 

jurídico versa sobre el análisis del impuesto a la renta y no así del impuesto general a las ventas u otros 

impuestos, dado que estos no son relevantes para el caso que se pretende analizar. Asimismo, el 

análisis se encontrará centrado en todo lo sostenido por el Tribunal Fiscal y, la Administración 

Tributaria a lo largo del procedimiento de fiscalización definitiva, incluyendo la etapa determinativa 

para lo cual se abordará la resolución de determinación. 

De igual manera, se debe tener en claro que toda vez que la controversia versa sobre un 

procedimiento de fiscalización del impuesto a la renta del ejercicio 2004, se tendrá como base de 

análisis la normativa societaria y tributaria vigente en aquel momento y aplicable a cada supuesto en 

concreto. Es de suma importancia partir de esta base de precisión puesto que a la fecha dichas 

normativas han sufrido una serie de modificaciones, las cuales podrían terminar afectando a las 

conclusiones a las que se llegan en el presente informe. 

Por último, cabe señalar que en el presente expediente hay una diversidad de problemáticas 

que se podrían abordar como por ejemplo lo concerniente a los temas contables involucrados y a la 

totalidad de principios constitucionales tributarios que se podrían ver afectados con la inadecuada 

actuación de la Administración Tributaria. No obstante, si bien se harán mención a una parte de dichas 

problemáticas, el propósito del presente informe es realizar un análisis jurídico tributario y societario 

del caso delimitado por los temas de análisis indicados con anterioridad en los primeros párrafos.  

En ese sentido, esperamos que los temas de análisis desarrollados en el presente informe 

jurídico, así como las conclusiones que se expondrán, sirvan como base de reflexión futura en el actuar 

de la Administración Tributaria y el Tribunal Fiscal respecto del respeto de los derechos de los 

contribuyentes. 
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II. DATOS GENERALES 

Expediente:   3937-2007 

Asunto:   IR 2004 y Multa 

Procedencia y fecha:  Lima, 24 de mayo de 2012 

Contribuyente:  ECROMSA INDUSTRIAL S.A.C.  

Régimen tributario:  Régimen General 

Fecha inicio de actividades: 16.07.2001 

Actividad económica: Fab. Otro Tipo Maquinaria Uso General (CIIU 29190) 

ECROMSA INDUSTRIAL S.A.C. (en adelante, “ECROMSA” o “la Compañía”), es una empresa que se 

dedica a la fabricación y mantenimiento de equipos para el sector pesquero, tales como secadores, 

tanques, escaleras, entre otros.  

III. HECHOS RELEVANTES DEL CASO 

1. El 23.05.2003, ante notario de Lima, se elevó a escritura pública el aumento de capital social de 

la Compañía por concepto de aporte de bienes muebles dados en propiedad por parte de la 

accionista Laura Mercedes Sifuentes Viuda de Muñoz., tal como se había acordado en la Junta 

General de Accionistas de fecha 09.05.2003. 

2. El 28.10.2005 la Compañía fue notificada con la Carta de Presentación No. 050023142031-01-

SUNAT, mediante la cual se inició el procedimiento de fiscalización por concepto de Impuesto a 

la Renta (IR) de tercera categoría del ejercicio 2004.  

3. Conjuntamente con dicha carta, se notificó: i) el Requerimiento No. 0221050004742 de fecha 

25.10.2005 y ii) el Requerimiento No. 0222050003782 de fecha 28.10.2005, mediante los cuales 

la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT) solicitaba 

presentar determinada documentación y/o información del ejercicio 2004, como son los 

registros y libros contables, la información de comprobantes de pago emitidos, entre otros. 

Ambos requerimientos fueron atendidos por la Compañía dentro del plazo otorgado. 

4. El 19.01.2006, la Compañía fue notificada con el Requerimiento No. 0222060000376, mediante 

el cual la Administración Tributaria señaló que de la evaluación de la Escritura Pública según 

Testimonio de aumento de capital del 23.05.2003 y del Registro Auxiliar de Control de Activo 

Fijo, se observaba una provisión por depreciación de activos fijos que provendrían de aportes 

no dinerarios realizados por parte de la socia Laura Mercedes Sifuentes viuda de Muñoz, por lo 
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que solicitó: i) exhibir el informe de valorización a que se refiere el artículo 27 de la Ley No. 

26887, Ley General de Sociedades (LGS), respecto a una parte de los bienes aportados que 

serían de “interés fiscal”, ii) exhibir los comprobantes de pago de los bienes del activo fijo 

registrados como aportes, según consta en los libros y registros contables exhibidos, con la 

finalidad de sustentar el registro de la depreciación de los referidos activos, y, iii) exhibir los 

documentos pertinentes de fecha cierta que acrediten la adquisición de los activos fijos 

observados. Todo ello, a fin de acreditar la contabilización de la provisión por depreciación de 

los referidos activos, considerada como gasto deducible del ejercicio 2004, y, el cumplimiento 

de las condiciones señaladas por las normas tributarias para aceptar dicho gasto por 

depreciación. 

5. Con fecha 24.01.2006, la Compañía presentó un escrito de respuesta al cual adjuntó: i) Informe 

de valorización, el cual, mediante escrito de respuesta se señala que fue realizado por una 

persona calificada, con el suficiente criterio e información de los precios y valores del mercado, 

de conformidad con las normas vigentes de la materia; ii) copia de la Declaración Jurada del 

aporte de Bienes, donde la accionista afirma que los activos aportados se han valorizado en 

razón a su valor de mercado por tratarse de bienes muebles en perfecto estado de 

conservación; y, iii) fotografías de cada uno de los bienes aportados que fueron objeto de 

observación por parte de la SUNAT. 

6. El 26.01.2006, la Compañía fue notificada con el Resultado del Requerimiento No. 

0222060000376, a través del cual la Administración Tributaria señaló que el contribuyente no 

habría exhibido el Informe técnico al que se refiere la LGS, toda vez que, si bien habría 

presentado un informe de valorización y señalado que fue realizado por persona calificada, de 

dichos documentos sólo se observaba que fue firmado por “Leonardo Tagle Rubio”, sin 

embargo, carecía de otra identificación como su especialidad, habilitación y registro de 

profesional competente, por lo que, el informe presentado no era conforme a la normativa 

vigente. 

Asimismo, señaló que, no sustentó con documentación de fecha cierta la valuación de cada 

activo fijo aportado. De igual forma, no habría sustentado la fecha de adquisición de dichos 

activos fijos, limitándose el contribuyente a indicar en su escrito que la referida fecha era 

desconocida y que el estado de conservación de los bienes era bueno, dificultando establecer 

la vida útil de los activos fijos. Si bien, en sus registros contables consideró como fecha de 

adquisición el 12.05.2003, la misma no se habría sustentado con la documentación 

correspondiente, ni se habrían presentado los respectivos comprobantes de pago. 
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En ese sentido, la Administración Tributaria concluyó que no se había presentado ni exhibido la 

documentación que acredite la valorización de los activos fijos que figuran como aportes en la 

escritura pública, dificultando el cálculo de la depreciación, así como tampoco se habría 

cumplido con las condiciones señaladas por las normas tributarias para aceptar el gasto por la 

depreciación calculada, por lo que, reparó la provisión de dicho gasto del ejercicio 2004 de los 

bienes aportados por el importe de S/ 12,969.98. 

7. En la misma fecha, ECROMSA fue notificada con el Resultado del Requerimiento No. 

0221050004742, emitido en el marco del artículo 75 del Texto Único Ordenado (TUO) del 

Código Tributario (en adelante, “Código Tributario”), aprobado por Decreto Supremo No. 135-

99-EF, y modificatorias. En dicho resultado se señalaba que, al haberse determinado reparos al 

IR anual por concepto de provisiones del ejercicio vinculados a la depreciación de activos fijos 

no sustentados, se configuraba la infracción tipificada en el numeral 1 del artículo 178 del 

referido Código Tributario.  

8. El 13.03.2006, la Compañía fue notificada con: i) la Resolución de Determinación No. 024-003-

0017529, mediante la cual, a razón del reparo del gasto por depreciación, el Saldo a Favor del 

IR1 fue disminuido de S/ 25,929.00 a S/ 19,548.00.  

9. Ante ello, con fecha 21.03.2006, la Compañía interpuso recurso de reclamación solicitando que 

se deje sin efectos la resolución de determinación mencionada en el punto anterior. En dicho 

recurso, respecto a la fecha de adquisición de los activos, sostuvo que esta se acreditó con la 

Escritura Pública presentada oportunamente, así como con el Informe de Valorización, el cual 

se encontraba conforme con la LGS, toda vez que fue suscrito por una persona capaz dada su 

experiencia en el mercado. Asimismo, señaló que las normas tributarias no han establecido la 

obligatoriedad de que el referido informe sea realizado por un perito o profesional 

independiente. 

Si bien se omitió la información respecto al documento de identidad y domicilio de la persona 

que suscribió el informe, ECROMSA señaló que ello no alteraba la validez de dicho documento 

y que los citados datos resultaban accesibles a la Administración a través del sistema de 

información. A pesar de ello, mediante el mismo escrito de reclamación, la Compañía procedió 

a subsanarlos. 

                                                
1  La resolución de determinación no implicaba el pago de la deuda, toda vez que la Compañía contaba con Saldo a Favor 

del IR, por lo que se comunicó la disminución de dicho saldo. 
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Del mismo modo, sostuvo que, lo importante a efectos de la aceptación del gasto de 

depreciación es el uso efectivo de los bienes en la generación de rentas gravadas, lo cual se 

habría dado toda vez que los bienes fueron utilizados económicamente desde el momento en 

que se aportaron. 

10. Ahora bien, al no haber resuelto la Administración Tributaria dentro del plazo de nueve meses 

establecido por norma2, con fecha 23.03.2007, la Compañía interpuso recurso de apelación 

contra la denegatoria ficta3 que desestima la reclamación, bajo los mismos argumentos 

señalados en el primer recurso impugnatorio. 

11. El 24.05.2012, el Tribunal Fiscal emitió la Resolución No. 08084-4-2012, mediante la cual declaró 

fundado el recurso de apelación interpuesto contra la resolución ficta denegatoria de la 

reclamación.  

Al respecto, se tiene que el contribuyente argumentó que la Administración desconoció la 

depreciación aplicada a los bienes del activo fijo aportados sosteniendo que la Compañía no 

habría cumplido con exhibir la documentación sustentatoria que acredite la fecha de 

adquisición de estos. Frente a lo cual señala que, no sería verdad, toda vez que ECROMSA dentro 

del procedimiento de fiscalización habría presentado oportunamente: i) la Escritura Pública de 

aumento de capital, la cual constituye un documento de fecha cierta que acredita la adquisición 

de los activos materia de aporte; y, ii) el Informe de Valorización adjunto a dicha escritura 

pública, el cual contenía la información suficiente que permitía la individualización de los bienes 

aportados y fue suscrito por una persona calificada y con el suficiente criterio e información de 

los precios y valores del mercado.  

Asimismo, señaló que la citada escritura pública acreditaría la adquisición de los activos fijos, y 

que, al haberse acreditado también que dichos bienes observados fueron utilizados en la 

generación de renta gravada desde el mes en que fueron aportados, resultaba procedente la 

deducción del gasto por depreciación.  

De otro lado, la SUNAT reparó la base imponible del IR del ejercicio 2004 por depreciación no 

sustentada4, al considerar que la Compañía no habría exhibido el informe técnico a que se 

refiere la LGS ni el sustento documentario de fecha cierta de cada uno de los activos fijos 

                                                
2  Artículo 142 del Código Tributario, aprobado por Decreto Supremo No. 135-99-EF. 
3  De conformidad con el artículo 144 del Código Tributario, cuando la Administración Tributaria no resuelva el recurso de 

reclamación dentro del plazo establecido por ley, el contribuyente puede dar por desestimada dicha reclamación e 
interponer recurso de apelación.  

4  Como se desprende del resultado del Requerimiento No. 0221050004742. 
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aportados que permita verificar su valuación y la fecha de adquisición, así como tampoco se 

habría cumplido con las condiciones señaladas por las normas tributarias para aceptar el gasto 

por la depreciación calculada5, por lo que, reparó la provisión de dicho gasto del ejercicio 2004 

de los bienes aportados por el importe de S/ 12,969.98. 

De esta forma, si bien la Administración Tributaria basó su reparo tanto en que la Compañía no 

había cumplido con acreditar la valorización de los bienes así como tampoco había cumplido 

con las condiciones establecidas por las normas tributarias a fin de aceptar la deducción del 

gasto por depreciación calculado, tal como se señaló en el punto anterior, el Tribunal Fiscal 

consideró que la SUNAT no habría cuestionado en concreto el cálculo de la depreciación, la 

existencia de los bienes depreciados, ni que estos se hubieran destinado a operaciones propias 

de la actividad gravada, sino que su reparo en particular se habría fundamentado solo en que 

la recurrente no sustentó el valor de adquisición de los activos aportados.  

En ese sentido, el Tribunal Fiscal sostuvo que carecía de sustento el cuestionamiento al valor de 

adquisición de tales bienes bajo el argumento de falta de documentación sustentatoria de fecha 

cierta, puesto que, en etapa de fiscalización, entre otros documentos, el contribuyente 

presentó: i) la Escritura Pública de fecha 23.05.2003, donde se acredita que los bienes materia 

de reparo fueron aportados por una de las accionistas, transfiriéndose así la propiedad de estos; 

y, ii) el Informe de Valorización de aporte de bienes suscrito por Leonardo Tagle Rubio, inserto 

a la escritura pública, en el que se observa el detalle de los bienes que fueron aportados, así 

como su valorización, precisando que corresponde al valor comercial en el mercado por tratarse 

de bienes muebles nuevos y en perfecto estado de conservación. 

Asimismo, indicó que no se verificó que la SUNAT haya establecido que el valor de mercado de 

adquisición indicado en la mencionada escritura pública difiera del de mercado, por lo que, en 

base a todo lo señalado, declaró fundado el recurso de apelación contra la resolución ficta 

denegatoria de la reclamación presentada y dejó sin efectos la resolución de determinación. 

IV. PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

A partir de los hechos relevantes señalados en el punto anterior se desprende que la 

Administración Tributaria cuestionó que ECROMSA no habría cumplido con las condiciones 

establecidas por las normas tributarias para aceptar el gasto calculado por depreciación, así como, de 

forma concreta, tampoco habría cumplido con la acreditación del valor de adquisición de los bienes 

                                                
5  Como se desprende del resultado del Requerimiento No. 0222060000376. 
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aportados por la accionista, por lo que, surgen los siguientes problemas jurídicos, los cuales requieren 

de un análisis desde diferentes áreas del Derecho: 

1)  Derecho Societario 

Primer problema principal: ¿El aporte de bienes no dinerarios efectuado por la accionista de ECROMSA 

en el marco del aumento de capital, fue válidamente realizado bajo la normativa societaria?  

- Problema accesorio 1.1: ECROMSA, ¿cumplió con las formalidades exigidas a todo acuerdo de 

aumento de capital? 

- Problema accesorio 1.2: ECROMSA, ¿cumplió con las disposiciones establecidas de forma 

concreta para la realización de un aporte de bienes clasificados como no dinerarios del tipo 

muebles? 

- Problema accesorio 1.3: ¿El informe de valorización presentado por ECROMSA, cumple con las 

disposiciones establecidas en la normativa vigente al momento del aporte de los bienes?   

2)  Derecho Tributario 

Segundo problema principal: ECROMSA, ¿habría cumplido con la normativa tributaria establecida para 

efectos de la deducción del gasto por depreciación de los bienes aportados por su accionista? 

- Problema accesorio 2.1: ¿La Compañía cumplió con la definición general del principio de 

causalidad aplicable a toda deducción de gastos tal como lo señala el artículo 37 de la Ley del 

Impuesto a la Renta? 

- Problema accesorio 2.2: ECROMSA, ¿cumplió con la normativa específica establecida en la Ley 

del Impuesto a la Renta para el cálculo del gasto por depreciación de los bienes no dinerarios 

aportados? 

- Problema accesorio 2.3: ECROMSA, ¿cumplió con las disposiciones adicionales establecidas en 

el Reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta, referidas a la depreciación de los bienes del 

activo fijo?  
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3)  Derecho Tributario y Derecho Constitucional Tributario 

Tercer problema principal: ¿Cuál es el efecto para el contribuyente de la no aceptación por parte de 

la SUNAT de la acreditación del sustento requerido por la norma tributaria en la deducibilidad de los 

gastos por depreciación de los bienes del activo fijo?  

- Problema accesorio 3.1: ¿Cuál es el alcance de la discrecionalidad de la SUNAT en los 

procedimientos de fiscalización? 

- Problema accesorio 3.2: ¿Los documentos requeridos por SUNAT y presentados por ECROMSA, 

habrían cumplido con acreditar el gasto por depreciación y la valorización de los bienes bajo lo 

exigido por la normativa tributaria? 

- Problema accesorio 3.3: Desde una perspectiva constitucional ¿la no aceptación por parte de 

SUNAT del sustento requerido por la norma tributaria en la deducibilidad de los gastos de 

depreciación del contribuyente afecta a los principios de reserva de ley, legalidad tributaria y 

capacidad contributiva? 

V. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS Y POSTURA 

1) ¿EL APORTE DE BIENES NO DINERARIOS EFECTUADO POR LA ACCIONISTA DE ECROMSA 

EN EL MARCO DEL AUMENTO DE CAPITAL, FUE VÁLIDAMENTE REALIZADO BAJO LA 

NORMATIVA SOCIETARIA?   

1. Previo a analizar en concreto la validez de un aporte de bienes clasificados como no dinerarios, 

efectuado en el marco de un aumento de capital por parte de la Compañía, es necesario revisar 

primero, qué requisitos exige nuestra legislación societaria respecto a todo acuerdo de 

aumento de capital y, respecto a la realización de todo tipo de aportes. 

1.1)    ECROMSA, ¿cumplió con las formalidades exigidas a todo acuerdo de aumento 

de capital? 

2. Si bien la LGS no proporciona una definición exacta acerca de lo que se entiende por “aumento 

de capital”, la doctrina señala que, se debe entender por este como, la realización de nuevos 

aportes a la sociedad que incrementan los activos de la misma, a cambio de la entrega a los 

aportantes de nuevas acciones o del aumento del valor nominal de las acciones existentes. 

(Elías, 2015, p. 702)  
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3. En ese sentido, notamos que el aumento de capital vendría a ser una operación dirigida a 

incrementar el capital social de una empresa, aumentando los recursos propios de la misma ya 

sea mediante nuevos aportes o bienes, con el respectivo incremento del valor nominal de las 

acciones existentes o con la emisión de nuevas acciones, de conformidad con los artículos 202 

y 203 de la LGS.  

4. De otro lado, el artículo 201 de la LGS, respecto al aumento de capital, señala que este, se 

acuerda por junta general cumpliendo los requisitos allí establecidos para la modificación del 

estatuto, así como también, consta en escritura pública y se inscribe en el Registro. En ese 

sentido, tenemos que dicha norma establece los requisitos formales para la adopción de un 

acuerdo de aumento de capital, debiendo cumplirse que:  

a. El acuerdo sea tomado por la junta general.  

b. El acuerdo cumpla con los mismos requisitos que la ley señala para cualquier 

modificación de estatuto, los cuales vendrían a ser que:  

i.  Se exprese de forma clara y precisa en la convocatoria de la junta general los 

asuntos cuya modificación se someterá a dicha junta, y,  

ii. El acuerdo se adopte de conformidad con el quórum calificado requerido 

(artículo 126 de la LGS) y con el voto favorable de un número de acciones que 

represente, al menos, la mayoría absoluta de las acciones suscritas con derecho 

a voto (artículo 127 de la LGS), dejando a salvo lo referente a la junta universal 

a razón del cual se puede tratar cualquier asunto (artículo 120 de la LGS). 

c. El acuerdo conste en escritura pública y se inscriba en el registro correspondiente. 

5. Así, en nuestro caso de análisis, tenemos que con fecha 09.05.2003 se llevó a cabo la Junta 

General de Accionistas en la que se encontraban presentes los accionistas que representaban 

la totalidad del capital social pagado, tal como se puede constatar en el Libro de Actas 

perteneciente a ECROMSA, el mismo que se encontraba legalizado con fecha 08.08.2001 y 

debidamente registrado bajo el No. 38524. En ese sentido, al haber junta universal, se entiende 

válidamente convocada y constituida dicha junta para tratar sobre cualquier asunto y tomar los 

acuerdos correspondientes, siempre que los accionistas acepten por unanimidad la celebración 

de la junta y los asuntos que en ella se proponga tratar. 

6. En el documento correspondiente a dicha junta general se puede observar la agenda 

claramente establecida donde consta que se iba a discutir, entre otros puntos, sobre el aumento 

de capital por nuevos aportes. Asimismo, se puede apreciar que los socios expresan su 
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conformidad con la propuesta del referido aumento por un monto de S/ 198,000.00, los cuales 

serían aportados por la señora Laura Mercedes Sifuentes Viuda de Muñoz a través de la 

transferencia en propiedad de bienes muebles a la sociedad, según Informe de Valorización. 

7. Del mismo modo, cabe señalar que, con fecha 12.05.2003 se procedió a elaborar la minuta que 

recogió el citado acuerdo de aumento de capital, la misma que fue elevada a Escritura Pública 

con fecha 23.05.2003, Kardex No. 12053, incluyendo los insertos pertinentes. Asimismo, con 

fecha 23.06.2003, la referida escritura pública de aumento de capital fue inscrita en el asiento 

B00001 de la partida registral de la sociedad, Partida No. 70222585 del Registro de Personas 

Jurídicas de Lima. 

8. Por tanto, toda vez que en el caso de ECROMSA se habría actuado de conformidad con el 

artículo 201 de la LGS, tenemos que se habrían cumplido los requisitos formales para la 

adopción de un acuerdo de aumento de capital.  

1.2)  ¿El tipo de aporte efectuado por la accionista correspondía a uno válido 

considerando la forma jurídica bajo la cual fue constituida ECROMSA? 

9. A razón del acta de la Junta General de Accionistas del 09.05.2003, queda claro que se habría 

establecido válidamente el compromiso de la señora Laura Mercedes Sifuentes Viuda de Muñoz 

de realizar un “aporte” a la sociedad a cambio de acciones. 

10. Al respecto, a efectos de analizar la pregunta de nuestro interés y, a fin de evitar problemas 

terminológicos, cabe precisar primero qué se debe entender por un “aporte”. Sobre el 

particular, el artículo 22 de la LGS, el cual es uno de los artículos relevantes para el presente 

informe, en torno al “aporte”, señala que, los socios se obligan frente a la sociedad por lo que 

se hayan comprometido a aportar al capital. Asimismo, dicho artículo señala que, el aporte 

transfiere en propiedad a la sociedad el bien aportado, salvo que se estipule que se hace a otro 

título (El énfasis es nuestro). 

11. De esta forma, tal como se desprende de dicho artículo, tenemos que el legislador ha utilizado 

el término “aporte” para referirse a diferentes acepciones. Al respecto, Alfonso Morales (2003), 

indica que, de la revisión no sólo del citado artículo 22, sino del conjunto de artículos de la LGS, 

se tiene que, cuando la LGS utiliza el término “aporte” lo hace para referirse indistintamente al 

"compromiso" (de aportar), a la prestación (de dar o hacer) y al bien (como contenido de la 

prestación)” (p. 230). 
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12. Dicha afirmación se vería corroborada por la misma doctrina, en la que encontramos por 

ejemplo a Elías (2015), quien señala que, los aportes constituyen los bienes, derechos o 

servicios, susceptibles de ser valorados económicamente, los cuales deben ser transferidos a la 

sociedad en virtud del compromiso que asumen los socios aportantes para que dichos bienes 

sean utilizados en la realización del fin común objeto del negocio. De esta forma, se genera para 

los aportantes una obligación de dar o hacer, que debe cumplirse en la forma en que se haya 

estipulado en el pacto social o en el acuerdo correspondiente. (p. 136) (El énfasis es nuestro). 

13. Por otra parte, Ulises Montoya (1998) indica que, son aportes las prestaciones a las que se 

comprometen los socios y, que, en la práctica, se utiliza como los objetos patrimoniales que 

salen del patrimonio del socio y pasan a formar parte del patrimonio de la sociedad. No 

obstante, agrega que, los aportes atendiendo a su naturaleza jurídica, vienen a ser una 

obligación de dar o hacer, a cambio de que la sociedad reconozca que el aportante tiene una 

parte de interés en ella. (p. 413) (El énfasis es nuestro) 

14. En ese sentido, cabe precisar que, si bien en la LGS podría haber algún problema de terminología 

respecto al concepto de “aporte”, para efectos del presente trabajo, atendiendo a su naturaleza 

jurídica, entenderemos a los “aportes” como las prestaciones de “dar” o “hacer” a las cuales se 

habrían comprometido los socios suscriptores del capital social con el fin de, por un lado, 

contribuir con la sociedad en la realización del negocio a que se refiere el objeto social de la 

empresa (Morales, 2003, p. 236), y por el otro, con el fin de obtener acciones o participaciones 

que les otorguen derechos en proporción a su participación en el capital social de la compañía 

(Elías, 2015, p. 136). 

15. Ahora bien, como ya se hizo referencia anteriormente, en general, los aportes pueden consistir 

en la transferencia de bienes o derechos, o la ejecución de servicios susceptibles de ser 

valorados económicamente.  

16. No obstante, para el caso de las sociedades anónimas, las cuales son sociedades de capitales, 

el legislador ha incluido una regla clara, y es que, de acuerdo al artículo 74 de la LGS, en este 

tipo de sociedades sólo pueden ser objeto de aporte los bienes o derechos susceptibles de 

valoración económica, es decir, se excluye la posibilidad de que un socio pueda aportar un 

servicio, por más que este sea susceptible de ser valorado económicamente.  

17. Ello, tal como lo señala Morales (2003), se debe a que, en el caso de sociedades anónimas el 

vínculo asociativo se basa en aspectos objetivos como, por ejemplo, los recursos de capital y no 
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en aspectos personales como en las cualidades de cada socio (p. 239). De esta forma, toda vez 

que no estamos frente a una sociedad de personas en la que la responsabilidad de los socios 

alcance a los bienes personales de los mismos, resulta lógico que se excluya a los aportes de 

servicios en las sociedades anónimas, reforzando así el carácter de garantía del capital social 

respecto a los acreedores y terceros de la sociedad (p. 239). 

18. Ahora bien, bajo dichas premisas, toda vez que ECROMSA fue constituida bajo la forma jurídica 

de una sociedad anónima, queda claro que los socios no podrían aportar servicios a la misma, 

sino derechos o bienes susceptibles de ser valorados económicamente, pudiendo ser estos 

últimos, de acuerdo a la LGS y a la doctrina en general, aportes clasificados por su objeto en 

bienes dinerarios o no dinerarios (Barrantes, 2008). 

19. En nuestro caso, como bien se ha reiterado, la señora Sifuentes, no se comprometió en realizar 

una prestación de dar suma de dinero, sino que, se comprometió en aportar bienes muebles 

mediante transferencia en propiedad de los mismos, por lo que, tendríamos un caso de aporte 

de bienes del tipo no dinerarios, el cual, como su mismo nombre lo señala, vendría a ser el 

aporte de cualquier elemento patrimonial distinto del dinero, que debe tener “vinculación en 

relación de utilidad con el desarrollo y actividad económica de la sociedad” (Barrantes, 2008, 

“Aportaciones no dinerarias”, párr. 1). 

1.3)  ECROMSA, ¿cumplió con las disposiciones establecidas de forma concreta para 

la realización de un aporte de bienes clasificados como no dinerarios del tipo 

muebles?  

20. Respecto a la regulación del aporte de bienes clasificados como no dinerarios, el artículo 213 

de la LGS, señala que,  

Al aumento de capital mediante aportes no dinerarios le son aplicables las 

disposiciones generales correspondientes a este tipo de aportes y, en cuanto sean 

pertinentes, las de aumentos de capital por aportes dinerarios. 

(...) 

Cuando el acuerdo contemple recibir aportes no dinerarios se deberá indicar el 

nombre del aportante y el informe de valorización referido en el artículo 27. (El 

énfasis es nuestro). 

21. De esta forma, revisando de forma concreta las disposiciones sobre el aporte de bienes no 

dinerarios, encontramos que nuestra LGS mediante el último párrafo del artículo 22 señala que, 
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el aporte de bienes no dinerarios se reputa efectuado al momento de otorgarse la escritura 

pública. 

22. Asimismo, tenemos al artículo 25 de la mencionada norma, el cual, al referirse específicamente 

a la entrega de los aportes de bienes no dinerarios, indica que, la entrega de los bienes 

inmuebles se considera efectuada al momento del otorgamiento de la escritura pública del 

aporte y, respecto a la entrega de bienes muebles, precisa que esta debe quedar completada 

a más tardar al otorgarse la referida escritura de aumento de capital. 

23. En ese sentido, como se desprende de las dos últimas normas, para el caso de los bienes 

inmuebles existe una presunción “juris tantum” respecto a que la entrega de los citados bienes 

se presumirá efectuada al otorgarse la escritura pública. Ello quiere decir que, tal como lo señala 

Elías (2015), si en la escritura pública de aporte nada se dice respecto al momento de entrega 

de los bienes, funciona la presunción a que se refiere el artículo 25 de la LGS; y, si en ella se 

establece otra fecha de entrega, inclusive una distinta a la de la escritura, también el pacto sería 

válido. (p. 144) 

24. De esta forma, la transferencia de la propiedad quedaría perfeccionada al otorgarse la escritura 

pública de aporte, pudiendo acordarse un momento distinto para la entrega de los bienes 

inmuebles, inclusive posterior a la fecha de la referida escritura pública.  

25. Sin embargo, ello no ocurre así para el caso del aporte no dinerario de bienes muebles, sobre 

el cual centraremos nuestro análisis toda vez que, tal como se señala en el acta de Acuerdo de 

Junta General de Accionistas y en el Informe de Valorización - sobre el cual profundizaremos 

más adelante -, la señora Sifuentes tendría la obligación de aportar en propiedad a la sociedad 

diferentes tipos de máquinas para soldar, equipos para oxicorte, entre otros bienes muebles 

valorizados en un total de S/.198,000.00. 

26. Así, de la redacción del artículo 25 de la LGS - en su calidad de norma especial - tenemos que, 

para el aporte no dinerario de bienes muebles la entrega de dichos bienes debe ser efectuada 

a más tardar al otorgarse la escritura pública de aumento de capital. De ese modo, tenemos 

que, “el mandato es imperativo: hay un momento de entrega muy preciso y si no se cumple no 

hay aporte ni transferencia del riesgo. Aquí no hay presunción ni es aplicable [lo señalado en] 

el tercer párrafo del artículo 22 [de la LGS]” (Elías, 2015, p. 145). Existe una obligación ineludible. 

27. Ello, estaría a la vez de conformidad con nuestra legislación civil puesto que, en el caso de la 

transferencia de propiedad de un bien mueble, nuestro artículo 947 del Código Civil - norma 
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general - señala que, la regla general es que la transferencia de propiedad de una cosa mueble 

determinada se efectúa con la “tradición” a su acreedor, salvo que exista alguna disposición 

legal distinta. 

28. En ese sentido, toda vez que la norma especial (LGS) no contradice lo señalado por la norma 

general (Código Civil), sino que, por el contrario, lo reafirma, queda corroborado que para el 

caso de los bienes muebles no habría aporte sin “tradición”, es decir, sin la entrega de los 

bienes. Al respecto, se debe recordar que, la obligación de dar ya sea de un bien cierto o 

incierto, no implica solo poner en posesión del bien al acreedor, sino que el deudor también 

debe realizar la transferencia del derecho y la entrega del bien (Messineo, 1979, p. 36).  

29. Ahora bien, tal como lo indica Morales (2003), dado que la ley indica que la entrega del bien 

debe realizarse a más tardar al momento de otorgar la escritura pública de aumento de capital, 

ello establecería un plazo para la referida entrega, el cual iniciaría con el momento en el que 

ocurrió el compromiso del aporte hasta el otorgamiento de la escritura pública. (p. 241). Así, la 

ley considera que sea válido que la entrega sea anterior a la escritura pública.  

1.3.1)  ¿Se debe considerar como efectiva la entrega del aporte de bienes no 

dinerarios por parte de la accionista de ECROMSA?  

30. Ahora bien, adicionalmente a que se haya acordado válidamente el aumento de capital 

mediante Junta General de Accionistas, se cuente con la escritura pública del aporte y se haya 

realizado la entrega de los bienes, el Reglamento de Registro de Sociedades6 adiciona un 

requisito adicional para considerar efectuada dicha entrega.  

31. Así, mediante el inciso e) del artículo 35 del Reglamento de Registro de Sociedades, se señala 

que, en los casos aumentos de capital de bienes muebles no registrados, se comprobará la 

efectividad de la entrega de dichos bienes aportados, para lo cual se requerirá una certificación 

de recepción por parte del gerente general o del representante debidamente autorizado de 

recibirlos. Asimismo, dicha certificación deberá indicar la información suficiente que permita 

la individualización de los bienes (el énfasis es nuestro). 

32. En ese sentido, toda vez que, los bienes aportados por la accionista de ECROMSA consistieron 

en máquinas para soldar y otros equipos no registrables en los Registros Públicos, a fin de 

acreditar la efectividad de la entrega de los aportes, es necesario que se cuente con la 

                                                
6  Aprobado por Resolución de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP) No. 200-2001-SUNARP-

SN. 
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certificación del gerente general o del representante debidamente autorizado de haberlos 

recibido y que, mediante la información añadida a dicho documento se puedan individualizar 

los bienes. 

33. Al respecto, en el caso concreto de ECROMSA se tiene que mediante asiento A 00001 de la 

partida registral No. 70222585, correspondiente al rubro “Constitución”, se nombró a la señora 

Eliana Judith Mateo Salazar como gerente general de la Compañía, otorgándole diversas 

facultades en representación de ECROMSA.  

34. Asimismo, mediante la antes referida Junta General de Accionistas de fecha 09.05.2003 se 

autorizó a la gerente general para que formalice los acuerdos adoptados en los que constaba el 

aumento de capital, facultándola expresamente a recibir los bienes aportados bajo Informe de 

Valorización y suscribir tanto la minuta como la escritura pública.  

35. De esta forma, en el marco de sus facultades, tal como consta en el Informe de Valorización, de 

fecha 12.05.2003, inserto a la minuta, la gerente general declaró bajo juramento haber recibido 

los bienes muebles aportados en propiedad a la sociedad por la señora Sifuentes, según lo 

acordado en la Junta General de Accionistas y en el citado informe, el cual, como explicaremos 

en profundidad en el siguiente punto, permite la individualización de los bienes muebles 

aportados.  

36. En ese sentido, toda vez que se cuenta con la certificación de la gerente general de haber 

recibido con fecha 12.05.2003 los bienes aportados, de conformidad con el citado artículo 35 

del Reglamento de Registro de Sociedades, se deberá tener por efectivamente realizada la 

entrega en dicha fecha.  

37. Así, teniendo como base que la entrega de los bienes aportados se efectuó el 12.05.2003, y, tal 

como se ha señalado anteriormente, la minuta del aporte se elevó a escritura pública de 

aumento de capital recién el 23.05.2003, se habría actuado en conformidad con el artículo 25 

de la LGS al realizarse la referida entrega previo al otorgamiento de la escritura pública de 

aumento de capital. Por tanto, tenemos que, hasta el presente punto, de acuerdo a la normativa 

societaria citada, el aumento de capital habría sido válidamente efectuado. 
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1.3.2)  ¿El Informe de Valorización presentado por ECROMSA, cumple con las 

disposiciones establecidas en la normativa vigente al momento del 

aporte de los bienes?  

38. A lo largo del desarrollo del presente trabajo, se ha hecho referencia en diversas oportunidades 

a un denominado “Informe de Valorización” en el cual constaría el detalle de los bienes 

aportados, no obstante, toda vez que no se ha profundizado en dicho tema y este forma parte 

de la discusión central del expediente, en los siguientes párrafos analizaremos la importancia 

del mismo y si es que este se habría realizado de conformidad con la normativa societaria 

vigente en el momento del aporte. 

39. El artículo 27 de la LGS sobre la valuación de los aportes no dinerarios, señala que, debe 

insertarse un informe de valorización en la escritura pública del aporte de bienes. Agrega que, 

en el referido informe debe constar lo siguiente: i) la descripción de los bienes objeto del 

aporte, ii) los criterios utilizados para su valuación y, iii) el correspondiente valor.  

40. De esta forma, como se desprende del citado artículo de la LGS, se establece la obligatoriedad 

de insertar en la escritura pública un informe de valorización, así como también, de cumplir con 

los requisitos allí establecidos respecto al contenido del referido informe. 

41. Al respecto, Elías (2015) indica que, la vigente LGS introduce una interesante innovación, puesto 

que, a diferencia de la anterior ley7, a través de la cual bastaba que los aportantes se limitaran 

a indicar en el contrato social cuál era el criterio que habían utilizado para determinar la 

valuación de sus aportes, así como el valor que se les asignaba a cada bien aportado, mediante 

la nueva ley, se obliga a que además se inserte en la escritura pública un informe que contenga 

el detalle de dicha operación (p. 149). 

42. En ese sentido, toda vez que con la presente ley habría mayor exigencia respecto a la 

valorización de los bienes aportados, considero oportuna dicha innovación, puesto que, en este 

tipo de casos, el accionista o aportante podría tratar de obtener un mayor beneficio 

sobrevaluando los bienes objeto de transferencia, por lo que, se ve la necesidad de que la 

valorización de los aportes no dinerarios guarde similitud con el valor real del bien al momento 

del aporte. De esta forma, tenemos que el citado informe genera mayor certeza sobre el valor 

                                                
7  Aprobada por Decreto Supremo No. 003-85-JUS. 
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atribuido a los aportes no dinerarios, generando a su vez el beneficio tanto de la misma sociedad 

como de los accionistas y demás terceros al otorgarles mayor seguridad (Elías, 2015, p. 149).  

43. Al respecto, cabe precisar que, toda vez que lo que se debe entender por “valor real” de los 

bienes no es definido por la normativa societaria, corresponde recurrir a su significado en 

términos económicos, por lo que, tal como lo señala García (2007), se debe tener presente que, 

dicho valor es el que cuantifica a un bien económicamente y de forma objetiva, de conformidad 

con sus características tanto cualitativas como cuantitativas y del entorno en el que ha sido 

situado. Así, al encontrarnos en un ordenamiento que se basa en una economía de libre 

mercado, el valor de un bien se debe fijar en virtud del equilibrio entre la oferta y la demanda 

(p. 8). De esta forma, para efectos del presente informe, se entenderá como valor real de un 

bien, en términos económicos, a su valor de mercado. 

44. En ese sentido, aunque la LGS no lo precise ni se refiera expresamente al “valor real” de los 

bienes no dinerarios aportados, se debe entender que el valor que se les asigne a dichos bienes 

en el referido informe de valorización, debe ser lo más cercano posible al valor de mercado8 del 

bien al momento que se efectúe la entrega de los bienes. 

45. Ahora bien, para el caso de los aportes de bienes, el artículo 36 del Reglamento del Registro de 

Sociedades, aprobado por Resolución No. 200-2001-SUNARP/SN, señala que, adicionalmente a 

lo exigido por el artículo 27 de la LGS, el informe de valorización debe contener la información 

suficiente que permita la individualización de los bienes aportados. Asimismo, este debe estar 

suscrito por quien lo efectuó y deberá contener su nombre, número de su documento de 

identidad y domicilio (el énfasis es nuestro). 

46. En ese sentido, tal como se señala en la Resolución No. 448-2010-SUNARP-TR-A9, de la lectura 

conjunta del artículo 27 de la LGS y 36 del Reglamento del Registro de Sociedades, tenemos que 

el informe de valorización debe contener lo siguiente: 

1) La descripción de los bienes o derechos aportados que permitan su individualización. 

2) El criterio de valorización. 

3) El valor del aporte. 

                                                
8  Entiéndase por “valor de mercado” de un bien al promedio de las transacciones producto de la oferta y la demanda, 

que se dan en torno a dicho bien en un momento determinado.  
9  Resolución del Tribunal Registral del 24.11.2010. 
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4) Debe constar el nombre, número del documento de identidad, domicilio y la suscripción 

de la persona que lo efectuó. 

47. Así, partiendo de dicha premisa, analizaremos si en nuestro caso concreto se cumplen dichos 

requisitos.  

48. Respecto al primer punto, es decir, respecto a la descripción de los bienes que permita su 

individualización, tenemos que en el informe de valorización efectuado por la accionista de 

ECROMSA se señala el nombre del producto, la cantidad, la marca, el modelo, la procedencia 

del bien y adicionalmente, se brinda una descripción del producto con mayor detalle (tal como 

se muestra en la imagen inferior), por lo que podemos concluir que se cumple con el primer 

requisito, dado que por todos los bienes aportados se brinda el mismo detalle que permite su 

individualización. 

 

49. Cabe precisar que, a razón de las normas vigentes, las cuales se han señalado con anterioridad, 

no se establece que el citado informe de valorización deba indicar de manera expresa el año de 
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adquisición de los bienes aportados, por lo que dicho dato, así como otros que se opten por 

añadir, quedaría a discreción de quienes efectúen el referido informe en tanto se cumpla con 

describir los bienes aportados de tal forma que igual se logren individualizar. 

50. De otro lado, respecto al segundo y tercer requisito, esto es, que se indique el criterio de 

valorización y el valor del aporte, podemos observar que, tal como se muestra en la imagen 

inferior, se cumplen con dichos requisitos toda vez que, si bien no se brinda mayor detalle del 

criterio utilizado se indica que se utiliza el “valor de mercado”10, dándose a entender a razón de 

los otros datos ofrecidos, que estos serían nuevos y se encontrarían en buen estado de 

conservación. Así también, en el informe se indica expresamente el monto correspondiente al 

valor del aporte. Cabe resaltar que, la misma información se brinda para el resto de los bienes 

aportados. 

 

51. Adicionalmente a ello, cabe señalar que, tal como lo indica Elías (2015), dado que el valor 

asignado al aporte debe corresponder con el valor del bien que se aporta, la fecha de la 

valuación a que se refiere el informe de valorización debe coincidir o ser lo más cercana posible 

a la fecha en que el aporte es entregado a la sociedad (p. 149). Al respecto, en nuestro caso de 

análisis, ello se habría cumplido puesto que la fecha del informe de valorización es del 

10.05.2003 y la entrega de los bienes se dio el 12.05.2003. 

52. Ahora bien, respecto al último requisito, es muy importante para nuestro caso de análisis tener 

en claro que la LGS no exige que el referido informe de valorización sea efectuado por un perito 

oficial, por lo que puede válidamente ser realizado por cualquier otra persona que cuente con 

el adecuado conocimiento sobre la materia a la que corresponde el aludido informe (Morales, 

2003, p. 238). 

53. En el mismo sentido se pronunció el Tribunal Registral mediante la antes referida Resolución 

No. 448-2010-SUNARP-TR-A11, a través de la cual precisó que el informe de valorización debe 

ser realizado por quien resulte en aptitud para hacerlo según la naturaleza del aporte, 

precisando a su vez que, para ello no se requiere necesariamente la participación de un perito 

                                                
10  Criterio de valorización de un producto, basado en la ley de la oferta y la demanda del mercado. 
11  El Tribunal Registral toma como base lo señalado por Enrique Elías Laroza en la LGS comentada. 
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oficial. De esta forma, agrega que, a razón de lo establecido en el artículo 27 de la LGS se llega 

a la conclusión de que cualquier persona se encuentra habilitada para emitir válidamente el 

informe de valorización, pudiendo ser efectuado inclusive por los mismos socios. (el énfasis es 

nuestro) 

54. De esta manera, en nuestro caso de análisis, tenemos que este fue realizado por Leonardo Tagle 

Rubio, quien de acuerdo a lo señalado por ECROMSA en los documentos presentados12, 

cumpliría con lo requerido por la LGS en tanto sería una persona capaz dada su experiencia en 

el mercado. Asimismo, cabe precisar que, de acuerdo a un correo del 05.01.2006 presentado 

por la misma Compañía, se desprende que el señor Tagle sería trabajador de ECROMSA 

ocupando el cargo de gerente técnico.  

55. En ese sentido, teniendo en claro que no existe la obligación de que el informe de valorización 

sea efectuado por un perito oficial, y que la norma no prohíbe que quien lo suscriba sea un 

trabajador de la empresa a la que se le realiza el aporte, sería conforme a ley que el citado 

informe haya sido efectuado y suscrito por el señor Leonardo Tagle, en su calidad de persona 

apta por la experiencia que le proporciona su mismo ejercicio profesional y trabajo como 

gerente técnico de una empresa dedicada a la actividad económica para la cual se proporcionan 

los bienes aportados.  

56. Ahora bien, el referido artículo 36 del Reglamento de Registro de Sociedades, respecto a los 

requisitos del citado informe, también exige que se detallen ciertos datos de la persona que lo 

suscribe como son su nombre, número del documento de identidad y domicilio. Al respecto, en 

nuestro caso concreto, se tiene que mediante el informe de ECROMSA se omitió la información 

respecto al documento de identidad y domicilio de Leonardo Tagle, no obstante, estos fueron 

proporcionados posteriormente13.  

57. Sobre el particular, cabe precisar que, la lógica general de la LGS es que todo acto pueda ser 

factible de subsanación, salvo que se haya establecido una sanción o consecuencia en 

específico, lo cual no sucede en el caso de la ausencia de señalarse el documento de identidad 

y domicilio de la persona que suscribe el informe de valorización. Asimismo, debe tenerse 

presente que, estos últimos requisitos no fueron establecidos por la propia LGS, sino por el 

                                                
12  Respuesta al Requerimiento No. 0222060000376, recursos de reclamación y apelación.  
13  Tal como se puede verificar en los anexos de los escritos de reclamación y apelación presentados ante la Administración 

Tributaria. 
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citado reglamento, el cual fue aprobado por una resolución de SUNARP, es decir, por una norma 

de menor jerarquía a una ley.  

58. Ahora bien, realizando una interpretación finalista14, corresponde analizar cuál es el objetivo de 

proporcionar dichos datos y si es que su ausencia afectaría el cumplimiento de la finalidad para 

la cual se solicita el informe de valorización. Sobre dicho aspecto, en la Resolución No. 448-

2010-SUNARP-TR-A, se precisa que,  

[El] requerimiento de que conste en el informe de valorización los datos de la persona 

que lo realiza, es que esté determinado quién lo hizo, de tal manera que pueda 

establecerse las responsabilidades en caso se cause perjuicio a la sociedad o a 

terceros respecto de la valuación de los aportes. 

59. En ese sentido, toda vez que en el caso de ECROMSA se habría señalado el nombre de la persona 

que realizó el informe y a su vez, se habría consignado la firma del mismo, considero que sí era 

posible identificarlo en caso surgiese algún tipo de perjuicio sobre el valor allí determinado, más 

aún si este guardaba relación laboral con ECROMSA en la fecha en la que se realizó el citado 

informe de valorización. Asimismo, si cualquier entidad pública requiriese dicha información, 

sería factible que acceda a la misma a través del sistema de información con el que se cuenta. 

No obstante, ello no quiere decir que no se tenga la obligación de añadir tanto el número de 

documento de identidad y el domicilio, toda vez que la norma así lo exige, por lo que tal 

ausencia debería de subsanarse, evidentemente, sin que ello afecte la validez del informe. 

60. La finalidad del citado informe de valorización, como bien se señaló anteriormente, es brindar 

mayor certeza respecto del valor atribuido a los aportes no dinerarios. Sobre el particular, se 

tiene que el valor consignado en un informe, así como el criterio utilizado, no se verían 

afectados por los datos faltantes correspondientes al número de documento de identidad y el 

domicilio de la persona que lo suscribió, toda vez que, si existiese algún perjuicio a razón del 

valor consignado hasta antes de que dichos datos sean subsanados, la persona - en nuestro 

caso, el señor Tagle - igual podría ser identificable a efectos de atribuirle responsabilidad. 

61. Adicionalmente, cabe precisar que, si en caso se hubiese causado algún perjuicio a ECROMSA 

intentando presentar un informe de valorización en el que se sobrevaluen los bienes aportados, 

de conformidad con el artículo 76 de la LGS, sería el mismo directorio quien tendría el deber de 

                                                
14  Marcial Rubio (2003) sostiene que, la interpretación finalista requiere que los operadores se alejen del sentido literal y 

busquen la razón de ser de la norma (p. 136). 
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percatarse de ello tras realizar la revisión a la que se encontraba obligado, por lo que al pasar 

los 60 días antes señalados este órgano de la sociedad también sería responsable sobre el 

perjuicio ya sea a la misma sociedad o a terceros. Esto último también sucedería en el caso de 

los accionistas.  

62. De esta forma, habiendo analizado los requisitos que exige la normativa societaria para efectos 

de otorgar validez a un aumento de capital de bienes no dinerarios del tipo muebles no 

registrables así como al informe de valorización, llegamos a la conclusión de que se habría 

cumplido con lo requerido por la referida normativa, por lo que tanto el aumento de capital 

como de forma concreta el informe de valorización realizado y suscrito por el Sr. Tagle, serían 

válidos conforme con las normas vigentes sobre la materia. 

2) ECROMSA, ¿HABRÍA CUMPLIDO CON LA NORMATIVA TRIBUTARIA ESTABLECIDA PARA 

EFECTOS DE LA DEDUCCIÓN DEL GASTO POR DEPRECIACIÓN DE LOS BIENES 

APORTADOS POR SU ACCIONISTA?  

63. Partiendo de la base que el aporte de los bienes no dinerarios sí fue realizado en cumplimiento 

de la normativa societaria, pasaremos a analizar nuestros problemas jurídicos en materia 

tributaria. 

64. Al respecto, toda vez que la Administración Tributaria desconoció la deducción del gasto por 

depreciación al considerar que la Compañía no había cumplido con acreditar la valorización de 

los bienes, así como tampoco con las condiciones señaladas por la normativa tributaria a efectos 

de aceptar la referida deducción, en el presente capítulo, analizaremos qué es lo que 

expresamente establece la normativa tributaria a efectos de determinar si corresponde o no la 

deducción del gasto por depreciación de los bienes del activo fijo, así como también, le daremos 

mayor énfasis a las disposiciones correspondientes a la valorización de dichos bienes muebles 

que fueron materia de aporte. Todo ello, evaluando si la Compañía habría cumplido con la 

referida normativa. 

65. Ahora bien, el análisis de los problemas jurídicos identificados en materia tributaria, exige, ante 

todo, hacer una breve precisión sobre qué debe entenderse por aumento de capital, aportes de 

bienes no dinerarios, activos fijos y depreciación, todos ellos evidentemente, para efectos 

tributarios. 
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2.1) Conceptos preliminares 

2.1.1)  Aumento de capital y aportes de bienes no dinerarios 

66. Nuestra normativa tributaria, tanto la que se encontraba vigente en el 200415 como la actual, 

no brinda una definición de aumento de capital ni aporte de bienes no dinerarios. 

67.  Al respecto, cabe precisar que, mientras que el Código Tributario16, el TUO de la Ley del 

Impuesto a la Renta17 (LIR) y su respectivo Reglamento18, todos ellos vigentes en el 2004, no 

hacían ni referencia al “aumento de capital”; la LIR actual19 y su Reglamento20, sólo lo 

mencionan de forma general, principalmente, al momento de regular la operación de 

disposición indirecta de renta. 

68. Así, respecto a este término, a través del texto del inciso e) del artículo 1021 de la LIR y el inciso 

b) del segundo párrafo del artículo 4-A22 del Reglamento, solo se hace mención al aumento de 

capital se puede realizar mediante nuevos aportes, entre otros supuestos, no obstante, no se 

dice más al respecto, por lo que se puede concluir que no brinda una definición de “aumento 

de capital”.  

69. De otro lado, cabe precisar que, respecto al “aporte de bienes'', tanto la normativa vigente en 

el 2004 como la actual, solo lo mencionan para indicar que este se debe efectuar a valor de 

mercado23. Así, el artículo 32 de la LIR24 vigente en el 2004 indicaba que, en los casos de aportes 

de bienes, el valor asignado a los bienes para efectos del Impuesto, será el de mercado. En 

ese sentido, queda claro que la LIR exige que el “aporte de bienes” se efectúe a valor de 

mercado25, no obstante, no brinda una definición ni mayor alcance sobre qué se debe entender 

por “aporte de bienes” no dinerarios. 

                                                
15  El presente trabajo se basa en la normativa tributaria vigente en el 2004 (ejercicio de fiscalización), a menos que se 

indique lo contrario. 
16  Código Tributario aprobado por Decreto Supremo No. 135-99-EF, publicado el 19.08.1999. 
17  LIR aprobada por el Decreto Supremo No. 054-99-EF, publicado el 14.04.1999. 
18  Reglamento de la LIR aprobado por Decreto Supremo No. 122-94-EF, publicado el 21.09.1994. 
19  LIR aprobada por el Decreto Supremo No. 179-2004-EF, publicado el 08.12.2004. 
20  Reglamento de la LIR aprobado por Decreto Supremo No. 122-94-EF, publicado el 21.09.1994, considerando las 

modificatorias realizadas. 
21   El inciso e) del artículo 10 de la LIR, aprobada por el Decreto Supremo No. 179-2004-EF, fue modificado por el artículo 3 

del Decreto Legislativo No. 1424, publicado el 13.09.2018, el mismo que entró en vigencia el 01.01.2019. 
22  El inciso b) del segundo párrafo del artículo 4-A del Reglamento, aprobado por Decreto Supremo No. 122-94-EF, 

modificado por el artículo 2 del Decreto Supremo No. 088-2015-EF, publicado el 18.04.2015 y siguientes modificatorias. 
23  Sobre este punto se entrará en detalles más adelante. 
24  Artículo 32 de la LIR, aprobada por el Decreto Supremo No. 054-99-EF, sustituido por el artículo 21 del Decreto Legislativo 

No. 945, publicado el 23.12.2003. 
25  El tema correspondiente al valor de mercado lo desarrollaremos con mayor detalle más adelante. 
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70. Siendo ello así, a fin de darle contenido a los conceptos de “aumento de capital” y “aporte de 

bienes no dinerarios”, corresponde aplicar la Norma IX del Título Preliminar del Código 

Tributario, la cual señala que, se pueden aplicar normas distintas a las de la materia tributaria 

en lo concerniente a lo no previsto por dicho Código o en otras normas tributarias, siempre 

que no se les opongan ni las desnaturalicen.  

71. De esta forma, si bien la citada Norma IX posibilita que, en los casos que no puedan resolverse 

a razón de las normas tributarias, se utilicen de forma supletoria normas distintas de nuestro 

ordenamiento jurídico, debe resaltarse que, tal supletoriedad sólo puede ser aplicada en lo no 

regulado por las normas tributarias.26 Siendo ello así, en nuestro caso, al cumplirse dicha 

condición resulta aplicable la citada Norma IX. 

72. En ese sentido, mediante la aplicación de la citada norma, recurrimos a la normativa societaria 

y a la práctica general del Derecho27, las cuales, como se pudo analizar en el primer capítulo, 

nos brindan mayores alcances sobre dichos términos.  

73. Así, como se ha analizado en el referido capítulo, si bien la LGS no nos señala de forma expresa 

qué se entiende por dichos conceptos, mediante los textos de sus artículos vinculados así como 

de la doctrina que ha analizado tal normativa, para efectos del presente capítulo, entenderemos 

al aumento de capital como “una operación dirigida a incrementar el capital social de una 

empresa, aumentando los recursos propios de la misma ya sea mediante nuevos aportes o el 

incremento del valor nominal de las acciones existentes” y, al aporte de bienes no dinerarios 

como “el aporte de cualquier elemento patrimonial distinto del dinero, que debe tener 

vinculación en relación de utilidad con el desarrollo y actividad económica de la sociedad”.  

74. En otras palabras, en materia tributaria, entenderemos a dichos conceptos de la misma forma 

que se ha venido utilizando en el primer capítulo correspondiente a la materia societaria. 

2.1.2)  Activos fijos 

75. Al igual que en los casos anteriores, la normativa tributaria, solo hace mención al término 

“activo fijo” de forma general. Así, por ejemplo, el artículo 38 de la LIR, solo hacía referencia a 

dicho término para señalar que la depreciación que sufran los bienes del activo fijo será 

compensada a través de la deducción de dicho gasto.  

                                                
26  Criterio reiterado mediante Informe No. 287-2006-SUNAT/2B0000. 
27   Plasmada en la doctrina a la que se hizo mención sobre dicho punto en el capítulo 1. 
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76. De la misma forma, se hacía alusión al “activo fijo” o “activos fijos” mediante los artículos 21, 

32, 37 de la LIR, así como otros, de la misma norma y de su reglamento, no obstante, tal como 

se puede observar en el citado artículo 38, la mención es general y no brinda una definición ni 

mayor amplitud sobre lo que debe entenderse por dicho término. 

77. En ese sentido, de conformidad con la antes señalada Norma IX del Título Preliminar del Código 

Tributario, corresponde recurrir a normas distintas a las tributarias siempre que no se les 

opongan ni las desnaturalicen.  

78. De esta forma, toda vez que las normas contables y financieras sí cuentan con una definición de 

dicho término, tal como se ha señalado en la Resolución del Tribunal Fiscal (RTF) No. 10498-3-

2008, corresponde recurrir al Plan Contable General Revisado28 (PCGR) a efectos de aclarar el 

sentido de determinados términos como el de "activo fijo". Así, se tiene que el PCGR define a 

los activos fijos como el conjunto de bienes duraderos que posee una empresa para que estos 

sean utilizados en operaciones regulares incluyendo inmuebles, maquinaria y equipo, los cuales 

tienen una vida relativamente larga.29  

79. De esta forma, de conformidad con dicha jurisprudencia, para determinar si un bien califica 

como activo fijo es imprescindible evaluar dos aspectos: (i) el uso al que esté destinado, y (ii) el 

tiempo por el que se espera usarlo. En ese sentido, para efectos del presente informe 

entenderemos al “activo fijo” como el conjunto de bienes duraderos, incluyendo inmuebles, 

maquinaria y equipo, que posee una empresa para utilizarlos en el desarrollo de sus actividades. 

2.1.3)  Depreciación 

80. Sobre el particular, debe tenerse presente que, se debe diferenciar la depreciación contable de 

la depreciación tributaria, puesto que ambas, no son iguales.  

81. Respecto a la primera, según la NIC 16, se entiende por depreciación a la distribución o 

asignación del monto de la pérdida de valor de un activo durante su vida útil estimada30. En 

base a ello, según refiere Jorge Luis Picón (2019), la depreciación contable sería la asignación 

sistemática del costo de adquisición de activos fijos a la cuenta de gastos de determinados 

periodos que se benefician con el uso de esos activos (p. 175). Siendo ello así, la depreciación 

                                                
28  El PCGR se encontraba regulado por la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores (CONASEV) y fue elaborado 

a razón del Decreto Ley No. 20172, que obligó a las empresas a registrar sus operaciones bajo un sistema uniforme de 
contabilidad. 

29  Criterio reiterado y recogido mediante la RTF No. 3942-5-2010, 11792-2-2008 y 3461-3-2009. 
30  Entiéndase por vida útil estimada al periodo durante el cual el bien agota su valor. 
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en materia contable vendría a ser un sistema para asignar los costos que distribuye el monto de 

la pérdida de valor de un activo durante su vida útil estimada. 

82. No obstante, lo señalado, si bien la depreciación como tal tiene su base en la contabilidad y 

necesita de la misma para sustentar los montos incurridos, para efectos del presente trabajo, 

nos centraremos en la depreciación regulada en materia tributaria, la cual ha establecido sus 

propias características que la diferencian de la depreciación contable.  

83. En nuestro ordenamiento jurídico se ha señalado mediante el primer párrafo del artículo 38 de 

la LIR31 que, el desgaste o agotamiento que sufran los bienes del activo fijo que los 

contribuyentes utilicen en actividades productoras de rentas gravadas de tercera categoría, 

se compensará mediante la deducción por las depreciaciones admitidas en esta ley. (el énfasis 

es nuestro) 

84. En ese sentido, podemos notar que la depreciación dentro de nuestra normativa tributaria 

supone una pérdida de valor originada por el desgaste o agotamiento del activo fijo, la cual será 

compensada mediante la deducción de dicho gasto al momento de realizar el cálculo del IR 

correspondiente.  

85. Nuestro Tribunal Fiscal, en su rol de intérprete y máxima autoridad en materia tributaria, 

mediante las RTF No. 13133-3-2009 y 04437-10-2015, se ha pronunciado expresamente sobre 

qué se debe entender por depreciación dentro de la legislación tributaria, precisando que la 

depreciación es la pérdida de valor que sufren los bienes del activo fijo por haber sido puestos 

en estado de explotación, de esta forma, su deducción como gasto para efecto de determinar 

el IR de Tercera Categoría tiene como razón fundamental que se reconozca el desgaste o 

agotamiento que sufren los referidos bienes del activo fijo con el aludido impuesto. (el énfasis 

es nuestro) 

86. Asimismo, mediante las RTF No. 633-1-2006, 12387-3-2008, entre otras32,  se ha precisado que, 

teniendo en cuenta el desgaste u obsolescencia de los bienes del activo fijo al ser utilizados por 

la compañía en la generación de renta gravada, la depreciación vendría a ser una forma de 

recuperación del capital invertido. 

87. En el mismo sentido, el tributarista español César García Novoa sostiene que, la obtención de 

renta gravada tiene de manera intrínseca los costos incurridos en la generación de dichos 

                                                
31  Artículo 38 de la LIR, aprobado por Decreto Supremo No. 054-99-EF. 
32  El mismo criterio se ha reiterado en las RTF No. 17919-2-2011 y 09922-10-2014. 
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rendimientos, por lo que las cuantías negativas constituidas por todos los costos (incluyendo a 

la depreciación) configuran la correcta base imponible del ingreso sobre el cual se calcula el 

impuesto. (García, 1994, como se citó en Rocano, 2019, p. 35) 

88. De esta forma, dado que la obtención de renta lleva de manera intrínseca los costos incurridos 

en su generación y, uno de dichos costos vendría a ser la pérdida de valor de los bienes del 

activo fijo, la deducción del gasto por depreciación es la forma como los contribuyentes de 

rentas de tercera categoría pueden recuperar el costo o gasto incurrido en los referidos 

bienes33.  

89. Siguiendo la misma línea, el tributarista argentino Roque García Mullín (1978), al referirse a la 

depreciación en el caso de los bienes corporales, señala que, dichos bienes sufren una pérdida 

de valor originada por el desgaste que experimentan al ser utilizados en el negocio, por lo que, 

a efectos de la determinación de la renta neta, resulta necesario incluir dicha pérdida de valor 

mediante la deducción de una proporción de la renta bruta, permitiendo la recuperación del 

capital fuente (p. 126). 

90. Ahora bien, en base a todo lo expuesto y, considerando que en nuestro ordenamiento jurídico 

tributario se ha reconocido el precepto de correlación entre ingresos y gastos, se tiene que al 

ser las depreciaciones parte del costo incurrido, este vendría a ser un elemento del cálculo de 

las ganancias gravadas que debe ser reconocido a efectos de calcular el impuesto. 

91. En ese sentido, teniendo ello como base, para efectos del presente informe deberá entenderse 

a la depreciación como la pérdida de valor que sufren los bienes del activo fijo por haber sido 

puestos en estado de explotación ya sea mediante el propio uso del bien, el desgaste 

correspondiente al transcurso del tiempo o la obsolescencia del mismo.  

92. Toda vez que el problema principal se centra en analizar la deducibilidad de un tipo de gasto, 

previo a analizar el caso de la depreciación de los aportes no dinerarios de ECROMSA, 

analizaremos el cumplimiento del principio de causalidad, entendido como un requisito general 

para todo tipo de deducciones de gastos que se pretendan realizar. 

                                                
33  Criterio que se ha reiterado por diversa jurisprudencia del Tribunal Fiscal como la RTF No. 12387-3-2008. 
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2.2) ¿La compañía cumplió con la definición general del principio de causalidad 

aplicable a toda deducción de gastos tal como lo señala el artículo 37 de la Ley 

del Impuesto a la Renta? 

93. El artículo 37 de la LIR34, respecto al principio de causalidad, indica que, a fin de establecer la 

renta neta de tercera categoría se deducirá de la renta bruta los gastos necesarios para 

producirla y mantener su fuente. Así entonces, la causalidad de los gastos está vinculada a una 

relación de necesidad de los mismos con la renta que se genera o el mantenimiento de su fuente 

productora, siempre que la deducción de los mismos no se encuentre expresamente prohibida. 

94. Ahora bien, ¿qué se debe entender por un gasto necesario? La LIR ha establecido una 

perspectiva amplia de la relación de necesidad, tal como se verifica en las RTF No. 710-2-99, 

4807-1-2006, entre otras35, en las que se han esbozado que en nuestra legislación el principio 

de causalidad, el cual es la relación de necesidad que debe existir entre los gastos y la 

generación de renta o el mantenimiento de la fuente, debe entenderse con un carácter amplio, 

permitiendo las deducciones de gastos que no necesariamente guardan relación de forma 

directa. 

95. En el mismo sentido, mediante la RTF No. 3625-10-2014, el Tribunal Fiscal indicó que, el 

principio de causalidad debe ser analizado desde una forma amplia, admitiéndose los gastos 

indirectos, sean estos de carácter efectivo o potencial. No obstante, si bien el gasto no tiene 

que ser indispensable, tal como lo señala Picón (2019), sí debe guardar una relación “causa-

efecto deseado”, lo cual quiere decir que, la finalidad primordial del gasto debe ser la 

generación de rentas gravadas o el mantenimiento de la fuente (p. 27). 

96. Ahora bien, el último párrafo del citado artículo 37 nos brinda mayores alcances sobre cómo 

debe analizarse la necesidad del gasto, siendo que, en base a ello, la referida necesidad se debe 

evaluar en sentido amplio, conforme a los siguientes criterios claramente identificables: (i) el 

de normalidad, que se refiere a que el gasto debe estar acorde al tipo de actividad que genera 

la renta; (ii) el de razonabilidad, que se refiere a que el gasto debe estar acorde con el monto 

de ingresos que genera la empresa; y, finalmente, para el caso de ciertos gastos de personal a 

que se refieren los incisos l) (gratificaciones y retribuciones del personal) y ll) (prestaciones al 

                                                
34  El artículo 37 de la LIR, aprobada por Decreto Supremo No. 054-99-EF, fue modificado por el Decreto Legislativo No. 945, 

publicado el 23.12.2003. 
35  Dicho criterio ha sido reiterado en las RTF No. 9013-3-2007, 9440-3-2014 y 04817-1-2017. 
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personal) del citado artículo 37, (iii) el criterio de generalidad, el cual consiste en que los 

beneficiados se encuentren en circunstancias similares. 

97. Por tanto, no debe entenderse a la necesidad de un gasto como uno imprescindible, sino que, 

para determinar la causalidad de este, se deben analizar otras características del mismo como 

son la razonabilidad, la proporcionalidad, la normalidad evaluada conforme a la actividad 

económica, y en ciertos casos de gastos de personal, la generalidad.  

98. Ahora bien, el citado artículo 37, adicionalmente a lo señalado, muestra una lista de los gastos 

que en principio calificarían como deducibles, estableciendo en algunos casos ciertos límites 

para su deducción, no obstante, debe tenerse presente que, tal como se ha señalado en el Oficio 

No. 200-2013-SUNAT/200000 y en el Informe No. 093-2019-SUNAT/7T0000, la lista de los 

conceptos deducibles del artículo 37 de la LIR para efecto de determinar la renta neta, no es 

una lista taxativa sino que esta resulta enunciativa, pudiendo deducirse cualquier otro gasto 

que cumpla con el principio de causalidad establecido en el primer párrafo de dicha norma.  

99. En tal sentido, para la deducción de todo gasto es un requisito indispensable que este cumpla 

el principio de causalidad, entendido como la relación de necesidad con la generación de la 

renta o el mantenimiento de su fuente, en los términos antes expuestos. 

100. Dentro de la antes referida lista enunciativa de los gastos deducibles a que se refiere el artículo 

37 de la LIR, encontramos, mediante el inciso f) del mismo, a que califican como deducibles los 

gastos por depreciaciones de los bienes del activo fijo. Así, expresamente se señala que, serán 

deducibles las depreciaciones por desgaste u obsolescencia de los bienes de activo fijo 

siempre que estas se encuentren debidamente acreditadas, de acuerdo con las normas 

establecidas en los artículos que siguen y que se encuentran en el mismo cuerpo normativo.  

101. Por su parte, como se señaló anteriormente, el primer y segundo párrafo del artículo 38 de la 

LIR, establecen que, el desgaste o agotamiento que sufran los bienes del activo fijo que son 

utilizados por los contribuyentes en actividades productoras de rentas gravadas de tercera 

categoría, se compensará mediante la deducción de las depreciaciones. (el énfasis es nuestro) 

102. En ese sentido, respecto a la causalidad, para que un gasto por depreciación sea deducible no 

basta en que este sea una pérdida de valor de un activo fijo de la empresa, sino que dicho activo 

fijo debe haber sido utilizado en la actividad productora de rentas gravadas de tercera categoría.  
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103. Ahora bien, a efectos de analizar la causalidad en nuestro caso en concreto, recordemos que 

ECROMSA tiene como actividad principal generadora de rentas de tercera categoría a la 

fabricación y mantenimiento de equipos para el sector pesquero, tales como secadores, 

tanques, escaleras, entre otros; asimismo, recordemos que esta recibió como aportes de capital 

diferentes tipos de máquinas para soldar, equipos para oxicorte, entre otros bienes muebles 

que pasaron a formar parte de los activos fijos de la Compañía.  

104. En ese sentido, toda vez que la mayoría de los equipos fabricados por ECROMSA, como los 

secadores o tanques del sector pesquero, son elaborados en base a metales, y, que los bienes 

aportados son utilizados normalmente en el proceso productivo de dichos equipos (como por 

ejemplo, las máquinas para soldar o cortar metales), siempre que tal utilización se encuentre 

acreditada, los gastos por la depreciación de los referidos activos fijos serían causales con la 

actividad económica generadora de rentas de tercera categoría.  

105. Ahora bien, respecto al hecho de acreditar la utilización de las máquinas en el proceso 

productivo de ECROMSA en el ejercicio 2004, la Compañía mediante diferentes escritos36 

presentados a la Administración Tributaria, indicó que había utilizado económicamente los 

bienes aportados en la producción de renta gravada, así como también presentó la escritura 

pública de aumento de capital, el informe de valorización, diversas fotografías de los bienes 

aportados siendo utilizados por sus trabajadores, entre otros documentos como registros 

contables en los que figuraban los referidos bienes.  

106. En ese sentido, toda vez que la SUNAT a lo largo del procedimiento de fiscalización y 

contencioso administrativo, no cuestionó expresamente que los bienes aportados 

efectivamente hayan sido utilizados por la Compañía en el proceso productivo, no vamos a 

ahondar más en dicho punto, dando por cierto que los citados bienes fueron utilizados en la 

generación de rentas de tercera categoría.  

107. Por ende, hasta este punto del análisis, no se debería desconocer la deducción del gasto por 

depreciación de los referidos activos fijos, entendiéndose que se habría cumplido el principio 

de causalidad. 

                                                
36  Tal como se puede verificar en el escrito de respuesta al Requerimiento No. 0222060000376, así como en los escritos de 

reclamación y apelación. 
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2.3)  ECROMSA, ¿cumplió con la normativa específica establecida en la Ley del 

Impuesto a la Renta para el cálculo del gasto por depreciación de los bienes no 

dinerarios aportados?  

108. El artículo 41 de la LIR37 indica sobre qué costos o valores se realizará el cálculo del gasto por 

depreciación. De esta forma, el primer párrafo del citado artículo, señalaba expresamente que, 

las depreciaciones se calcularán sobre el valor de adquisición o producción de los bienes. (el 

énfasis es nuestro) 

109. En ese sentido, vemos que dicho artículo establece los valores de los bienes del activo fijo que 

van a servir de base para el cálculo de la depreciación, sin embargo, tal como se indicó en la RTF 

No. 05349-3-200538,  

[El artículo 41 de la LIR] no prevé una definición de valor de adquisición para efecto 

de establecer el valor depreciable, debiendo por tanto dicha norma ser interpretada 

en coherencia con la norma general recogida en el citado artículo 38°, el cual admite 

la depreciación de los bienes del activo en la medida que sean utilizados en 

actividades productoras de renta gravada sin que para ello sea relevante el título 

bajo los cuales ingresan al patrimonio del contribuyente. 

En ese orden de ideas, cuando el artículo 41 alude a "valor de adquisición" se refiere 

al término "adquisición" en forma amplia39, comprendiendo no sólo la adquisición de 

bienes a título oneroso, como en el caso de la compraventa, sino también a título 

gratuito (...). (el énfasis es nuestro) 

110. De esta forma, cuando el citado artículo 41 hacía referencia al “valor de adquisición” no debía 

entenderse por este solo al valor de compra, sino también al valor mediante el cual ingresa un 

bien al patrimonio de la empresa, permitiendo así la deducción de la depreciación de los bienes 

del activo fijo que sean utilizados en las actividades productoras de renta de tercera categoría, 

volvemos a reiterar, sin que sea relevante el título bajo el que son obtenidos por la empresa40. 

                                                
37  El artículo 41 de la LIR, aprobada por Decreto Supremo No. 054-99-EF, fue sustituido por el artículo 26 del Decreto 

Legislativo No. 945, publicado el 23.12.2003. 
38  El criterio citado de la RTF No. 05349-3-2005 fue reproducido posteriormente en las RTF No. 06073-5-2006 y 01930-5-

2010 y 6899-5-2011. 
39  En el Diccionario Jurídico Elemental de Guillermo Cabanellas, se señala que el término adquisición comprende todo 

cuanto logramos o nos viene por compra, donación, herencia u otro título cualquiera. 
40  Dicho criterio también fue reproducido posteriormente en el Informe No. 088-2011-SUNAT/2B0000, de fecha 

15.07.2011. 



36 
 
 

111. En ese sentido, toda vez que los bienes del activo fijo que son ingresados al patrimonio de la 

Compañía bajo la figura del aporte de capital, son utilizados en las actividades productoras de 

renta de tercera categoría, queda claro que, a razón del citado artículo, se debería permitir la 

deducción de la depreciación de dichos bienes aportados considerando su “valor de 

adquisición” como el “valor de ingreso al patrimonio”. 

112. Del mismo modo, cabe precisar que, mediante la referida RTF No. 05349-3-2005, haciendo 

referencia al registro contable de dichos bienes, se señaló que, según el PCGR, los bienes 

conformantes de la Cuenta 33 Inmuebles, Maquinaria y Equipo, deben registrarse al costo de 

adquisición, el cual incluye el total de los desembolsos necesarios para adquirir y colocar estos 

bienes en condiciones de ser usados, precisando que ello era también aplicable a los bienes 

aportados. (el énfasis es nuestro) 

113. En similar sentido, el segundo párrafo del inciso e) del artículo 1 del Reglamento41 de la LIR, 

establecía que se debía entender como costo computable de adquisición o producción, en su 

caso, al valor de ingreso al patrimonio, el cual, vendría a ser “la cuantía que la compañía tuvo 

que desembolsar para adquirir los bienes” (Rocano, 2019, p. 40).  

114. Por lo expuesto, de conformidad con la interpretación establecida del citado artículo 41 de la 

LIR, la base de cálculo de la depreciación de los activos fijos que hayan sido utilizados en 

actividades productoras de renta gravada y, que fueron obtenidos mediante aportes, 

donaciones o cualquier otro concepto, deberá ser el valor de adquisición entendido de una 

forma amplia, es decir, como el valor de ingreso al patrimonio del contribuyente. 

115. Ahora bien, en nuestro caso de análisis, tenemos que los valores de adquisición de los ocho 

tipos de bienes muebles aportados a ECROMSA y que son materia de observación42 por parte 

de la SUNAT, ascendieron a un total de S/ 127,400.00, tal como se muestra en el siguiente 

cuadro: 

 

 

 

 

                                                
41  Artículo 1 del Reglamento de la LIR, aprobado por Decreto Supremo No. 122-94-EF. 
42  Aportes No. 36, 56, 57, 61, 72, 74, 90 y 93. 
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Aportes observados de Laura Mercedes Sifuentes Viuda de Muñoz 

 

116. En ese sentido, toda vez que, los bienes muebles observados fueron obtenidos por la Compañía 

mediante aportes de capital y, a su vez, estos fueron utilizados en actividades productoras de 

renta gravada, hasta este punto del análisis, corresponde la deducción de la depreciación de los 

mismos, para lo cual se debe tomar como base de cálculo de la referida depreciación los valores 

de adquisición señalados en el cuadro anterior. 

117. Ahora bien, el artículo 32 de la LIR43, señala que, en los aportes de bienes el valor asignado a 

dichos bienes debe ser el de mercado. De esta forma, agrega que, si dicho valor asignado difiere 

del de mercado, sea por sobrevaluación o subvaluación, la SUNAT realizará los ajustes 

correspondientes. Asimismo, mediante su numeral 3, agrega que cuando se trate de bienes 

sobre los cuales se realicen transacciones frecuentes en el mercado, el valor de mercado será 

el que corresponda a dichas transacciones; y, cuando se trate de bienes sobre los que no se 

realicen transacciones frecuentes, el valor de mercado corresponderá al valor de tasación. (el 

énfasis es nuestro) 

118. En ese sentido, toda vez que de conformidad con el citado artículo 32, toda operación debe 

hacerse a valor de mercado, en los casos de los bienes del activo fijo que son aportados por los 

accionistas, “el valor de adquisición” - entendido como el valor de ingreso al patrimonio -, 

                                                
43  El artículo 32 de la LIR aprobada por el Decreto Supremo No. 054-99-EF, fue sustituido por el artículo 21 del Decreto 

Supremo No. 945, publicado el 23.12.2003. Cabe señalar que, hubo modificaciones posteriores, no obstante, en la 
actualidad, el contenido base del artículo sigue siendo el mismo al que se encontraba vigente en mayo del 2003. 
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también debe corresponder con el referido “valor de mercado”, constituyendo este la base para 

el cálculo de la depreciación. 

119. Al respecto, cabe señalar que, en el Informe de Valorización presentado por la Compañía y 

adjunto a la Escritura Pública de aumento de capital, adicionalmente a indicar a cuánto ascendía 

el total del aporte realizado, también se precisaron mayores detalles por cada uno de los 

aportes. Así, por ejemplo, en el caso del Aporte 36 correspondiente a 6 unidades de equipos 

para oxicorte, se especifica que su valor de mercado asciende a S/ 1,750.00 cada unidad. 

Extracto del Informe de Valorización presentado: 

 

    

 

120. Dichos datos también se proporcionan por cada uno de los ocho aportes realizados y 

observados por la SUNAT. En ese sentido, de los mismos se desprende que la Compañía sí 

incluyó y proporcionó un valor de adquisición de los bienes muebles aportados, el cual, según 

el Informe de Valorización, correspondía a su vez al valor de mercado.  

121. Asimismo, de acuerdo a la Declaración Jurada del aporte de bienes44, presentada como anexo 

a la respuesta del Requerimiento No. 022206000037645 y al Informe de Valorización adjunto al 

Testimonio46 de la Escritura Pública de aumento de capital, se precisaba también que dichos 

valores de adquisición correspondían al valor comercial en el mercado por tratarse de bienes 

muebles nuevos y en perfecto estado de conservación. 

                                                
44  Declaración Jurada del aporte de bienes, realizada y firmada por Laura Mercedes Viuda de Muñoz con fecha 

10.05.2003. 
45  Dicho requerimiento fue recibido por la Compañía el 19.01.2006. 
46  Dicho Testimonio de la Escritura Pública de aumento de capital, modificación de estatuto y nombramiento de 

apoderada especial fue registrado con fecha 23.05.2003, mediante Kardex No. 12053. 
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Texto proporcionado de los anexos de la Escritura Pública: 

 

122. Ahora bien, de acuerdo al citado artículo 32 de la LIR, si el valor asignado difiere del de mercado, 

la SUNAT se encuentra facultada a ajustar dicho valor. Asimismo, de conformidad con el 

numeral 3 del referido artículo y con la RTF No. 00343-3-2005,  

(…) a fin de verificar si existe diferencia entre el valor de adquisición consignado por 

el contribuyente y el valor de mercado, en primer lugar, la SUNAT debe determinar si 

sobre los bienes se han realizado transacciones frecuentes en el mercado a fin de 

establecer si corresponde la elaboración de una tasación.  

123. Para ello, sin perjuicio de que, en casos como el nuestro, a razón del Informe de Valorización la 

Administración ya cuente con detalles de las características específicas de los bienes aportados, 

en base al citado artículo 32 de la LIR y a la facultad de fiscalización regulada en el artículo 62 

del Código Tributario,  la SUNAT podría solicitar al contribuyente que explicara por escrito 

mayores características de los bienes a fin de que pueda determinar de forma correcta si se 

realizaban transacciones frecuentes sobre dichos bienes47.  

124. De esta forma, si se verifica que se han realizado transacciones frecuentes, el valor de mercado 

corresponderá a dichas transacciones, y si no48, la SUNAT, debería realizar una tasación sobre 

los bienes, puesto que, de conformidad con el referido numeral 3 del artículo 32 de la LIR, 

corresponderá que el valor del mercado de dichos bienes sea el de tasación, siendo necesario 

contar con una a efecto de la atribución del nuevo valor que pueda hacer la Administración 

Tributaria. 

                                                
47  Criterio expuesto de conformidad con la RTF No. 5759-4-2006. 
48  De conformidad con las RTF No. 103-1-2005 y 5759-4-2006, en caso los contribuyentes aleguen que los bienes 

observados sí corresponden a transacciones frecuentes en el mercado, deberán de proporcionar los sustentos 
pertinentes a fin de que se considere como valor de mercado el valor de dichas transacciones frecuentes y no, el valor 
de tasación. 
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125. Ahora bien, luego de que la SUNAT haya establecido el valor de mercado del bien, de 

conformidad con la RTF No. 03198-2-2006, deberá comparar si el valor asignado a la operación 

por el contribuyente corresponde al valor de mercado. Así, en el caso de que el valor asignado 

a la operación no corresponda al valor de mercado por ser menor que este, la Administración 

Tributaria estará en condiciones de ajustar dicho valor, efectuando el reparo correspondiente 

por la diferencia detectada.  

126. De esta forma, cuando la Administración Tributaria tenga dudas respecto del valor asignado a 

una operación, de conformidad con el artículo 32 de la LIR, deberá utilizar el procedimiento 

antes señalado, de tal manera que al momento de ajustar el valor cuente con los sustentos 

requeridos para justificar la nueva base de cálculo de la depreciación. Al respecto, tengamos 

presente que, de acuerdo a lo indicado en el Informe No. 043-2014-SUNAT/4B0000, cuando la 

SUNAT realiza el ajuste correspondiente, se encuentra obligada a sustentar el valor de mercado 

utilizado como base en el nuevo cálculo.  

127. En tal sentido, en el caso en concreto, si la Administración Tributaria consideraba que el valor 

proporcionado por ECROMSA no correspondía al valor de mercado, por más que este figure 

bajo dicho nombre en el Informe de Valorización a que se refiere la Escritura Pública, en uso de 

sus facultades, debió seguir con el procedimiento antes señalado y proceder a ajustar dichos 

valores en caso verificase que estos fuesen distintos al valor de mercado a que se refiere el 

artículo 32 de la LIR. 

128. Sin embargo, de los hechos se puede observar que la Administración Tributaria no cuestionó 

que el valor de adquisición proporcionado por la Compañía difiera del valor de mercado, por lo 

que, en cumplimiento de los antes señalados artículos 41 y 32 de la LIR, se debe entender que 

los valores de adquisición consignados por ECROMSA son los que válidamente deben ser 

tomados como base de cálculo de la depreciación de los activos fijos aportados y observados 

por SUNAT. 

129. De esta manera, ECROMSA también habría cumplido con valorizar los bienes aportados de 

conformidad con lo exigido por el referido artículo 32 de la LIR, es decir, en base al valor de 

mercado. 

130. Ahora bien, respecto a las tasas de depreciación de los bienes del activo fijo, las cuales se 

aplicarían sobre la base de cálculo analizada en la sección anterior, el artículo 39 de la LIR49, nos 

                                                
49  Artículo 39 de la LIR aprobada por el Decreto Supremo No. 054-99-EF. 
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indicaba que, los edificios y construcciones se depreciarán a razón del tres por ciento (3%) anual. 

Asimismo, el artículo 40 de la citada norma50, establecía que, para el caso de los demás bienes 

afectados a la producción de rentas gravadas, estas se depreciarán aplicando, sobre su valor, el 

porcentaje que establezca el reglamento.  

131. En tal sentido, toda vez que, en nuestro caso de análisis nos encontramos frente a bienes que 

no califican como edificios ni construcciones51, debemos regirnos por lo establecido en el citado 

artículo 40 de la LIR, el cual a su vez se encontraba regulado mediante el inciso b) del artículo 

22 del Reglamento de la LIR52. Siendo ello así, en el presente punto analizaremos si se habría 

cumplido con la tasa establecida en dicho inciso toda vez que corresponde a lo expresamente 

remitido por la LIR.  

132. Sobre el particular, inciso b) del artículo 22 del Reglamento de la LIR53 precisa que para efectos 

del cálculo de la depreciación de los demás bienes afectados a la producción de rentas 

gravadas de la tercera categoría, estos se depreciarán aplicando el porcentaje señalado en la 

siguiente tabla para cada tipo de bien: 

 

 

 

133. Al respecto, cabe señalar que, nuestra normativa tributaria no brinda una definición respecto a 

lo que se debe entender por “maquinaria y equipo” ni por “otros bienes del activo fijo”. Si bien 

                                                
50  Artículo 40 de la LIR, aprobada por el Decreto Supremo No. 054-99-EF, sustituido por el artículo 2 de la Ley No. 27394, 

publicada el 30.12.2000. 
51  Puesto que no estamos frente a bienes inmuebles (como departamentos, oficinas, entre otros), sino frente a bienes 

muebles. 
52  Inciso b) del artículo 22 del Reglamento de la LIR, aprobado por Decreto Supremo No. 122-94-EF, fue sustituido por el 

artículo 12 del Decreto Supremo No. 194-99-EF, publicado el 31.12.99. 
53  Inciso b) del artículo 22 del Reglamento de la LIR, aprobado por Decreto Supremo No. 122-94-EF, fue sustituido por el 

artículo 12 del Decreto Supremo No. 194-99-EF, publicado el 31.12.99. 
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las normas contables54 han distinguido55 a “maquinaria y equipo de explotación” como aquellos 

bienes que se utilizan en el proceso productivo y a “equipos diversos” como los que no se usan 

directamente en el referido proceso y aquellos que sirven para el soporte administrativo, para 

efectos tributarios, tal como se señala en el Informe No. 079-2021-7T0000, las normas del IR no 

han recogido la clasificación de los activos en los términos contables antes señalados, debiendo 

tenerse una concepción más amplia sobre los mismos56. Siendo ello así, se debe tener presente 

que, nuestra normativa tributaria recogería una concepción amplia de “maquinaria y equipo”. 

134. En nuestro caso concreto, de conformidad con el Registro de Activos Fijos No. 0157 de la 

Compañía, a efectos de la contabilidad, algunos de los bienes han sido registrados en la 

subcuenta “33301 - Maquinaria y Equipos” y otros en “33601 - Muebles y Enseres”. No 

obstante, bajo la interpretación expuesta en los párrafos anteriores, todos calificarían como 

“maquinaria y equipo”.   

135. En tal sentido, al estar los bienes observados del activo fijo de ECROMSA constituidos por 

equipos58 y máquinas59 de diferentes rangos, y, al haber sido adquiridos a partir del 01.01.1991, 

de conformidad con el citado inciso b) del artículo 22 del Reglamento de la LIR, el porcentaje 

máximo de depreciación de dichos bienes es del 10% anual. 

136. Ahora bien, en el aludido Registro de Activos Fijos se puede verificar que la tasa de depreciación 

aplicada al ejercicio gravable 2004 no excedió el porcentaje máximo de depreciación anual, sino 

que fue exactamente el 10%, tal como se puede observar en el siguiente cuadro que cuenta con 

datos extraídos del citado registro: 

 

                                                
54  De conformidad con: i) la NIC 16, Propiedades, Planta y Equipo, oficializada mediante la Resolución del Consejo 

Normativo de Contabilidad No. 003-2019-EF/30, publicada el 21.09.2019, y, ii) el Plan Contable General Empresarial 
(PCGE), aprobado por Resolución del Consejo Normativo de Contabilidad No. 002-2019-EF/30, publicada el 24.05.2019. 

55  Distinción en función al uso al cual se destinan. 
56  De conformidad con el Informe No. 079-2021-7T0000, ello se evidencia en el texto del numeral 3 de la tabla contenida 

en el artículo 22 del Reglamento de la LIR, que fija el porcentaje anual de depreciación para la maquinaria y equipo 
utilizados por las actividades minera, petrolera y de construcción, donde al exceptuar expresamente de dicho término a 
los muebles, enseres y equipos de oficina (bienes predominantemente de uso administrativo), supone que tales bienes 
califican como “maquinaria y equipo”. 

57  El Registro de Activos Fijos No. 01 de ECROMSA fue legalizado en Lima con fecha 20.02.2003 en la Notaría María Elvira 
Flores Alván, teniendo como número de legalización el 3149. 

58  De conformidad con la Real Academia Española (RAE), vamos a entender a “equipo” como la “Colección de utensilios, 
instrumentos y aparatos especiales para un fin determinado”, el cual es de rango menor a una maquinaria.  

59  De conformidad con la Real Academia Española (RAE), vamos a entender a “máquina” como el “conjunto de aparatos 
combinados para recibir cierta forma de energía y transformarla en otra más adecuada, o para producir un efecto 
determinado”. 
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137. Por tanto, en base a lo expuesto, ECROMSA habría cumplido con lo el principio de causalidad, 

así como también con los requisitos específicos que establece la LIR para el cálculo del gasto 

por depreciación de los bienes no dinerarios aportados puesto que, como se analizó, la base de 

cálculo tomada fue el valor de adquisición de los bienes, la cual a su vez fue concordante con el 

valor de mercado, así como también se respetó la tasa máxima anual aplicable a dicho tipo de 

bienes del activo fijo. En otras palabras, la Compañía habría cumplido con lo establecido por la 

LIR. 

2.4)  ECROMSA, ¿cumplió con las disposiciones adicionales establecidas en el 

Reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta, referidas a la depreciación de los 

bienes del activo fijo? 

138. El antes referido artículo 22 del Reglamento de la LIR, no solo regula las tasas que se aplicarán 

a la base de cálculo de la depreciación, sino que también establece disposiciones adicionales 

aplicables a la depreciación de los bienes del activo fijo. 

139. De esta forma, la referida norma añade que para el cálculo de la depreciación se aplicará las 

siguientes disposiciones:  

b) (...) La depreciación aceptada tributariamente será aquélla que se encuentre 

contabilizada dentro del ejercicio gravable en los libros y registros contables, 

siempre que no exceda el porcentaje máximo establecido (…) 

c) Las depreciaciones que resulten por aplicación de lo dispuesto en los incisos 

anteriores se computarán a partir del mes en que los bienes sean utilizados en la 

generación de rentas gravadas. 
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(...). 

 f) Las empresas deberán llevar un control permanente de los bienes del activo fijo 

en libros auxiliares, tarjetas o cualquier otro sistema de control (…)60. (el énfasis es 

nuestro) 

140. En ese sentido, como se puede advertir, la norma reglamentaria precisa que, a efectos de 

realizar el aludido cálculo, la depreciación solo se computará a partir del mes en que los bienes 

fueron utilizados en la generación de rentas gravadas61, así como también que no se podrá 

deducir aquella que exceda el porcentaje máximo establecido para cada tipo de activo fijo.  

141. Pero, no solo eso, sino que también añade como condición62 para poder aplicar la compensación 

de la depreciación, que dichas operaciones se encuentren contabilizadas63 en la compañía 

dentro del ejercicio gravable en los libros y registros contables. Ello, adicionalmente a que, de 

acuerdo con el citado inciso f), las empresas también deban llevar un control permanente de 

los bienes del activo fijo en libros auxiliares.  

142. Al respecto, cabe indicar que la observancia de los requisitos contemplados en el reglamento, 

ha sido reiterado mediante diversa jurisprudencia como la RTF No. 9165-4-2008, entre otras64, 

la cual señala que, para efectos de la determinación del IR serán deducibles los gastos por 

depreciación de los bienes del activo fijo desde el momento (mes) en que tales bienes sean 

utilizados o empleados en la generación de rentas gravadas. De igual forma, se indica que dicha 

depreciación deberá encontrarse contabilizada dentro del ejercicio gravable en los libros y 

registros contables respectivos, además de no exceder de los porcentajes máximos de 

depreciación anual establecidos para cada tipo de bien. 

143. Asimismo, a pesar de que dichas disposiciones son señaladas sólo por el Reglamento y no por 

la LIR, mediante las RTF No. 5038-1-2006 y 10498-3-2008 se ha indicado que, la obligación de 

efectuar el registro contable de las depreciaciones representa un requisito condicionante de la 

                                                
60  El referido inciso f) vigente para el 2004, fue sustituido por el artículo 14 del Decreto Supremo No. 134-2004-EF, publicado 

el 05.10.2004 y vigente desde el ejercicio 2005, en los que se exige llevar el control permanente de los bienes en el 
Registro de Activos Fijos.  

61  Mediante las RTF No. 9165-4-2008, 593-3-2010 y 7330-2-2014 se ha reiterado que, “Para efectos de la determinación de 
la renta neta gravada con el Impuesto a la Renta, son deducibles las depreciaciones de los bienes del activo fijo a partir 
del mes en que sean utilizados en la generación de rentas gravadas (...)”. 

62  Recordemos que, “(…) los alcances de la norma reglamentaria deben quedar circunscritos a los elementos esenciales del 
tributo, que deben haber sido fijados por la competente para su creación. Los decretos supremos y otras normas 
reglamentarias pueden encargarse de desarrollar los contenidos de la ley” (Sevillano, 2014, s/p). 

63  De acuerdo a lo señalado por Rocano, “cuando la normativa reglamentaria estableció el requisito de la contabilización 
como condición para la deducción de la depreciación, lo hizo con el fin de establecer medios de prueba para que la 
Administración Tributaria pueda realizar el control y comprobación de los cálculos realizados” (Rocano, 2019, p. 63). 

64  Criterio reiterado en las RTF No. 593-3-2010, 7330-2-2014 y 9982-8-2016. 
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posibilidad de deducir este tipo de gastos para efectos de la determinación de la renta neta, 

conforme con lo señalado en el artículo 22 del Reglamento de la LIR.  

144. Al respecto, cabe precisar que, toda vez que la formalidad respecto a que la depreciación 

aparezca en la contabilidad de la compañía no está establecida en la LIR, sino en su Reglamento, 

ello supone un exceso de regulación en la norma reglamentaria (Rocano, 2019, p. 40). No 

obstante, para efectos del presente trabajo, teniendo en consideración la jurisprudencia 

emitida por el Tribunal Fiscal, analizaremos el cumplimiento de cada uno de los requisitos 

adicionales y formalidades establecidas por el referido artículo 22 del reglamento.  

145. Ahora bien, en nuestro caso, tenemos que, la Compañía alegó que utilizó los bienes observados 

por la SUNAT en la generación de renta gravada desde el momento en que estos fueron 

aportados por la Señora Sifuentes, tal como se muestra en el escrito de reclamación y apelación, 

en los cuales se señaló expresamente que:  

Extracto del escrito de reclamación:  

 

 

146. En ese sentido, toda vez que dicho punto no fue cuestionado por la Administración Tributaria a 

razón de los diferentes requerimientos de información dentro del procedimiento de 

fiscalización, ni por ningún pronunciamiento posterior, vamos a tener por cierto se utilizaron 

los bienes observados por SUNAT en la generación de renta gravada desde el momento en que 

estos fueron aportados por la accionista. 

147. Por otro lado, respecto a la contabilización dentro del ejercicio gravable en los libros y registros 

contables, tenemos que ECROMSA sí habría cumplido con dicha formalidad, tal como se verifica 
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en el Libro Diario No. 0165 presentado66 a la Administración Tributaria, en el cual se puede 

observar lo siguiente: 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

148. Al respecto, cabe precisar que, al ser el Libro Diario un registro contable, los valores allí 

consignados se ciñen estrictamente en lo establecido por las reglas de la contabilidad, por lo 

que, toda vez que no es el propósito del presente trabajo realizar un análisis contable, sino 

                                                
65  La apertura del Libro Diario No. 01 de ECROMSA fue legalizado por el Notario Antonio Vega Erausquin, con fecha 

08.08.2001. 
66  El Libro Diario fue presentado a la Administración Tributaria con motivo de la respuesta al Requerimiento No. 

0221050004742, de fecha 30.11.2005. 
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jurídico tributario, no entraremos a detallar las precisiones técnicas aplicadas a los valores 

correspondientes a dicho libro contable. 

149. Ahora bien, cabe señalar que, los montos consignados en el Libro Diario vinculados a la 

depreciación y amortización acumulada, coinciden con los proporcionados mediante la segunda 

columna del Balance General (estado financiero) de la Compañía al 31.12.2004, la cual 

corresponde a los montos acumulados ajustados por la inflación, tal como se muestra a 

continuación: 

 

 

150. Asimismo, de los documentos presentados por la Compañía, tenemos también un cuadro 

resumen de activos, en el que, como se puede observar en la imagen inferior, se muestra de 

forma más clara tanto la depreciación acumulada ajustada (la cual coincide con el Libro Diario), 

así como también el total de la depreciación del ejercicio 2004 (depreciación tributaria). 

 

151. De esta forma, analizando el Libro Diario y teniendo en consideración los documentos antes 

referidos, podemos evidenciar que sí se cumplió con la formalidad de la contabilización de la 

depreciación del ejercicio 2004, correspondiente al total de los activos de la Compañía, dentro 
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de los que, evidentemente, se encuentran los ocho bienes observados por la SUNAT, calificados 

como parte de “Maquinara y Equipos” y “Equipos Diversos”. 

152. Ahora bien, respecto a lo establecido en el inciso f) del artículo 22 del reglamento, es decir, a la 

obligación de las empresas de llevar un control permanente de los bienes del activo fijo en libros 

auxiliares u otro sistema de control, tenemos que, tal como se verifica en el Registro Auxiliar de 

Activo Fijo67 No. 01 (registro tributario) presentado por la Compañía, ECROMSA sí habría 

cumplido con dicha obligación, así como también de registrar en este, diferentes datos de los 

bienes como su fecha de adquisición, saldos iniciales, la depreciación68, los ajustes por efecto 

de la inflación, el valor neto de los bienes al 31.12.2004, entre otros.  

153. De esta forma, en atención a todo lo señalado, se habría cumplido con lo establecido en el 

artículo 22 del Reglamento de la LIR toda vez que la depreciación se computó a partir del mes 

en que los bienes fueron utilizados en la generación de rentas gravadas, dicha depreciación fue 

contabilizada dentro del ejercicio gravable 2004 y, la tasa aplicada no excedía el tope máximo 

del 10% anual. Así como también, que la empresa cumplió con la obligación de llevar un control 

permanente de los bienes del activo fijo en libros auxiliares como es el Registro Auxiliar de 

Activo Fijo. 

154. Por tanto, al haberse cumplido con los requisitos y formalidades exigidas tanto por la LIR como 

por su Reglamento, correspondía que el gasto por depreciación de los bienes del activo fijo 

observados califique como deducible.  

3) ¿CUÁL ES EL EFECTO PARA EL CONTRIBUYENTE DE LA NO ACEPTACIÓN POR PARTE DE 

LA SUNAT DE LA ACREDITACIÓN DEL SUSTENTO REQUERIDO POR LA NORMA 

TRIBUTARIA EN LA DEDUCIBILIDAD DE LOS GASTOS POR DEPRECIACIÓN DE LOS BIENES 

DEL ACTIVO FIJO? 

155. Dado que el caso de ECROMSA se inició a razón de un procedimiento de fiscalización, en el cual 

se le solicitaron diversos documentos a la Compañía a fin de que la SUNAT pueda verificar la 

correcta determinación del IR, en el presente capítulo, evaluaremos primero el alcance de la 

discrecionalidad con la que cuenta la Administración Tributaria al ejercer su facultad de 

                                                
67  Se debe tener presente que, de conformidad con el Informe No. 006-2014-SUNAT/4B0000, el registro de activos fijos 

tiene por finalidad facilitar la revisión desde el punto de vista fiscal, por lo que la formalidad de la contabilización 
establecida por la norma reglamentaria, no se entiende cumplida sólo con la llevanza del referido registro de activos. 

68  Cabe señalar que, el total de la depreciación del ejercicio 2004 (S/ 37,729.66) de los bienes del activo correspondientes 
a la Cuenta 33, coincide con el importe consignado en el Resumen de Activos antes referido. 
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fiscalización, así como también, entraremos en el detalle de los documentos solicitados a 

ECROMSA y que fueron presentados por la misma.  

3.1) ¿Cuál es el alcance de la discrecionalidad de la SUNAT en los procedimientos de 

fiscalización? 

156. De conformidad con el artículo 59 del Código Tributario69, tal como se dio en nuestro caso de 

análisis, la determinación de la obligación tributaria puede ser autodeterminada, es decir, 

realizada por el mismo deudor tributario quien deberá verificar la realización del hecho 

generador de la obligación tributaria, señalar la base imponible y la cuantía del tributo, todo 

ello mediante una declaración jurada. 

157. Así, ECROMSA presentó la declaración jurada correspondiente donde se señaló el monto del 

tributo a pagar considerando la deducción de los gastos en los que se habría incurrido para la 

generación de la renta, dentro de los cuales estaría la depreciación, tal como se analizó en el 

capítulo anterior. 

158. Ahora bien, de acuerdo a lo establecido en el artículo 61 de la referida norma, la determinación 

de la obligación tributaria que efectúa el deudor tributario está sujeta a la posterior 

fiscalización de la Administración Tributaria, quien puede modificar dicha determinación 

cuando constate la omisión o inexactitud en la información proporcionada, para lo cual deberá 

emitir la Resolución de Determinación, Orden de Pago o Resolución de Multa.  

159. En ese sentido, es correcto que la determinación tributaria del IR efectuada por ECROMSA esté 

sujeta a la facultad de fiscalización de la Administración Tributaria a efectos de verificar la 

veracidad de la información declarada por el contribuyente. 

160. Hemos hecho referencia a la facultad de fiscalización de la SUNAT, pero, ¿qué se debe entender 

por esta? De acuerdo a lo señalado por César Talledo (2013), se debe entender por facultad de 

fiscalización al poder que, según ley, goza la Administración Tributaria con la finalidad de 

comprobar el cumplimiento de las obligaciones tributarias, lo cual implica a su vez, la existencia 

del deber de los deudores tributarios y terceros de realizar las prestaciones establecidas 

legalmente para hacer posible dicha verificación por parte de la Administración Tributaria (p. 

22)70. 

                                                
69  Aprobado por Decreto Supremo No. 135-99-EF. 
70  Dicho criterio ha sido corroborado por el Tribunal Fiscal mediante las RTF No. 1010-2-2000, 05214-4-2002, 2576-1-

2007, 3031-2-2007, entre otras. 
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161. Ahora bien, el artículo 62 del Código Tributario, establece a manera de regla general cómo debe 

ejercerse la referida facultad de fiscalización, indicando que, esta se ejerce en forma 

discrecional, de acuerdo a lo establecido en el último párrafo de la Norma IV del Título 

Preliminar. (el énfasis es nuestro) 

162. Sobre el particular, el Tribunal Fiscal mediante la RTF No. 1485-3-2002, ha señalado que, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 del Código Tributario, la Administración 

Tributaria no se encuentra obligada a justificar y fundamentar los motivos que determinan el 

empleo de la facultad discrecional de fiscalización, así como tampoco el tiempo71 que utilizará 

en ella. De igual forma, mediante la RTF No. 7523-2-2020, se ha señalado que la facultad de 

fiscalización posee carácter discrecional, facultándose a la Administración requerir la 

información que considere pertinente para la resolución de cada caso.  

163. De igual manera, de acuerdo con la opinión vertida en diversa jurisprudencia del Tribunal Fiscal 

como en la RTF No. 03230-8-201972, se señala que, la Administración Tributaria a fin de formar 

una opinión definitiva sobre el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los 

contribuyentes, dentro del procedimiento de fiscalización puede solicitar diversa 

documentación, y posteriormente volver a requerir mayor sustento, entre otras posibilidades, 

siempre respetando los límites que establece el Código Tributario a sus facultades y a su vez, 

respetando los derechos de los contribuyentes.  

164. Ahora bien, la discrecionalidad referida en el artículo 62 del Código Tributario, no debe 

entenderse como una facultad arbitraria y sin parámetros de control. Tal como lo indica el 

citado artículo, la facultad de fiscalización deberá ejercitarse de conformidad con el último 

párrafo de la norma IV del Título Preliminar, el cual establece que en aquellos casos en los que 

la administración tributaria considere que puede emplear la discrecionalidad, deberá actuar 

elegir la decisión administrativa que considere más conveniente para el interés público73, dentro 

de los márgenes establecidos en la Ley. 

165. Siguiendo dicha línea, el Tribunal Fiscal, mediante la RTF No. 1682-Q-2015, también ha indicado 

que, las facultades discrecionales deben ejercerse dentro del marco de la ley y en función de lo 

                                                
71  Téngase presente que el artículo 62-A del Código Tributario, regula el plazo máximo de duración de las labores de la 

fiscalización definitiva (1 año), así como los supuestos para que este pudiera ser prorrogado (por 1 año adicional), las 
situaciones que lo suspenden, las excepciones y los efectos de su vencimiento. 

72  Dicho criterio fue confirmado mediante las RTF No. 10800-5-2019 y 01242-10-2020. 
73  Según refiere la tributarista Lourdes Chau, debe entenderse al interés público como el interés general, el interés 

comunitario, lo que beneficia a la sociedad en su conjunto, y no solo a la Administración Tributaria en su interés 
recaudatorio (Chau, 2017, p. 239).  
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que mejor convenga al interés público, excluyendo así la posibilidad de un actuar arbitrario por 

parte de los funcionarios, dado que en todo momento deben respetarse los principios del 

debido procedimiento y los derechos de los administrados. (el énfasis es nuestro) 

166. Por su parte, la tributarista Sandra Sevillano (2014) refiere que, a diferencia de una facultad 

reglada en la cual la administración está sujeta a un comportamiento expresamente establecido 

en la ley, una facultad discrecional consiste en la posibilidad de elegir el comportamiento que 

más se ajusta al interés público en cada caso concreto, lo cual quiere decir que, su actuación se 

encuentre dentro de un campo de conducta que concilie con el ordenamiento jurídico y, que 

mejor convenga al interés público que ella resguarda. Asimismo, agrega que, en derecho 

administrativo (el cual guarda vinculación con el derecho tributario) dicha discrecionalidad no 

debe ser entendida como arbitrariedad, por lo que la Administración debe decantarse por el 

comportamiento más razonable y cercano a conseguir sus intereses sin contrariar ninguna 

norma legal. Ese es el sentido con el que debe entenderse la norma IV. (p. 83) (el énfasis es 

nuestro) 

167. En ese sentido, la facultad de fiscalización de la SUNAT no debe ser arbitraria, sino que, debe 

estar sujeta al parámetro establecido en la referida Norma IV, entendida como lo que mejor 

convenga al interés público, así como también por el respeto de los derechos de los 

administrados. 

168. Ahora bien, de conformidad con el numeral 1 del referido artículo 62 del Código Tributario, la 

Administración Tributaria puede exigir a los deudores tributarios la exhibición y/o presentación 

de sus libros y registros contables, así como también diversa documentación que esté 

relacionada con hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias.  

169. No obstante, bajo el alcance de la discrecionalidad que hemos analizado, los referidos 

requerimientos de información y/o documentación que emita la SUNAT también deben regirse 

bajo el mismo parámetro y respetar las normas que los regulan. Así, cuando la Administración 

realice los referidos requerimientos deberá sujetarse a las normas del Código tributario, las 

cuales resguardan no solo la pertinencia de los requerimientos, sino también resguardan el 

respeto de los derechos de los contribuyentes (Sevillano, 2014, p. 83). 

170. De otro lado, el numeral 5 del artículo 87 del Código Tributario, establece que los 

contribuyentes están obligados a facilitar las labores de fiscalización y determinación de la 

Administración Tributaria, lo cual implica permitir el control y presentar o exhibir los 
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documentos relacionados con hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias, en la 

forma, plazos y condiciones que le sean requeridos. (el énfasis es nuestro) 

171. Así, en base a lo expuesto, la Administración Tributaria está completamente facultada a requerir 

a una compañía como ECROMSA diversa información que considere conveniente y que se 

encuentre vinculada con los hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias. No 

obstante, volvemos a recalcar, dicha facultad no es arbitraria, por lo que debe entenderse que 

también tiene límites. 

172. Ahora bien, bajo las premisas señaladas, en la siguiente sección analizaremos qué documentos 

en concreto habrían sido solicitados por la SUNAT para acreditar el gasto por depreciación, así 

como también si los documentos presentados por ECROMSA habrían logrado ser suficientes 

para dicho fin, de conformidad con lo establecido con la normativa tributaria. 

3.2) ¿Los documentos requeridos por SUNAT y presentados por ECROMSA, habrían 

cumplido con acreditar el gasto por depreciación y la valorización de los bienes 

bajo lo exigido por la normativa tributaria? 

173. Como bien se ha indicado en el capítulo anterior, de conformidad con el artículo 37 de la LIR, 

todo gasto debe ser debidamente acreditado. Así, dicho criterio se ha reiterado en diferentes 

pronunciamientos del Tribunal Fiscal, como por ejemplo en la RTF No. 10368-4-2016, en la que 

se señaló expresamente que, para efectos de deducir la depreciación como gasto, 

adicionalmente a cumplirse con los requisitos exigidos en los artículos 38, 39 y 40 de la LIR, así 

como lo establecido en el artículo 22 de su Reglamento, se debe acreditar con la documentación 

sustentatoria correspondiente que la adquisición cumple con el principio de causalidad a que 

se refiere el artículo 37 de la LIR. 

174. Ahora bien, a lo largo del presente informe se ha venido analizando cada uno de los requisitos 

que establece la LIR y su Reglamento con su debido sustento, no obstante, en esta sección del 

trabajo vamos a centrarnos en los documentos expresamente requeridos por la Administración 

Tributaria a efectos de acreditar el gasto por depreciación.  

175. Mediante el Anexo 01 al Requerimiento No. 0222060000376, en el cual se cuestionaba 

directamente la provisión por depreciación de los ocho bienes observados del activo fijo 

aportados con motivo del aumento de capital, la Administración Tributaria solicitó a la 

Compañía que exhibiera: i) el Informe de Valorización a que se refiere el artículo 27 de la LGS, 

ii) los comprobantes de pago de los bienes observados, con la finalidad de sustentar el registro 
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de la depreciación y, iii) documentación adicional que pueda acreditar de forma fehaciente la 

contabilización de la provisión por depreciación. Al respecto, analizaremos cada uno de los 

referidos documentos solicitados. 

3.2.1)  Sobre el informe de valorización a que se refiere la LGS 

176. De la presentación74 de la copia de la Escritura Pública según testimonio de aumento de capital, 

modificación de estatuto y nombramiento de apoderada especial, de fecha 23.05.2003, se 

puede verificar que la señora Sifuentes aportó75 a la Compañía los bienes que se detallan en el 

Informe de Valorización insertado a tal Escritura Pública, dentro de los cuales se encuentran los 

ochos bienes observados por la Administración Tributaria.  

177. Asimismo, en dicha Escritura Pública figura la declaración de la Gerente General de haber 

recibido los bienes muebles mencionados en el citado Informe de Valorización con fecha 

12.05.2003, por lo que, de todo ello se desprende que la fecha de adquisición de los bienes fue 

el 12.05.2003. Cabe señalar que, dicha fecha de adquisición, a su vez, es acorde con la fecha 

que figura en el Registro de Control de Activo Fijo No. 01, en el cual además de constar los 

bienes observados, se hace referencia al número de aporte que se consigna en el Informe de 

Valorización inserto a la Escritura Pública.  

178. De otro lado, cabe señalar que, el Informe de Valorización76 aludido en los párrafos anteriores, 

también fue presentado en el procedimiento de fiscalización como documento adjunto al 

escrito de respuesta del aludido Requerimiento No. 0222060000376, en el que, dentro de otros 

datos, figura el detalle de los bienes aportados, así como sus respectivos valores de adquisición 

en función del valor de mercado, toda vez que se trataban de bienes muebles nuevos y en 

perfecto estado de conservación. 

179. Si bien la SUNAT cuestionó que el Informe de Valorización adjunto a la Escritura Pública sea el 

mismo al que exige la LGS, indicando que en este solo figura la firma del señor Tagle y no otra 

identificación del mismo respecto a su especialidad, habilitación y registro de profesional 

competente, recordemos que, tal como se analizó en el primer capítulo, la LGS no impone que 

la persona que suscriba el Informe de Valorización sea un perito tasador, sino tan sólo que 

conste la firma de la persona que lo suscribió y el detalle de la individualización de los bienes, 

                                                
74  La referida Escritura Pública y sus Anexos, fueron adjuntados al escrito de reclamación y apelación. 
75  De conformidad con el artículo 22 de la LGS, “el aporte de bienes no dinerarios se reputa efectuado al momento de 

otorgarse la escritura pública”.  
76  Informe de Valorización suscrito por el señor Leonardo Tagle Rubio. 
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así como su respectivo valor. De esta forma, carece de sentido cuestionar que el Informe de 

Valorización presentado sea uno distinto al que se refiere la LGS.  

180. Al respecto, recordemos que una Escritura Pública es un documento de fecha cierta por su 

propia naturaleza. Si bien la normativa tributaria no especifica qué se debe entender por 

documento de “fecha cierta”, en atención a la Norma IX del Título Preliminar del Código 

Tributario, debemos recurrir a nuestro Código Civil, el cual, mediante su artículo 235 señala que 

una escritura pública califica como un documento público al ser otorgado por un notario 

público, asimismo, mediante el artículo 245 del mismo se precisa que un documento público 

goza de fecha cierta en atención a su propia naturaleza, por cuanto la fijación de su fecha ha 

sido realizada exclusivamente por un funcionario público77.   

181. En tal sentido, al haber presentado la Escritura Pública de aumento de capital, el cual califica 

como un documento de fecha cierta, y el Informe de Valorización (inserto a la primera), en el 

que constaba el detalle de los bienes y su respectiva valorización, se debe tener por acreditado 

que se habría cumplido con lo exigido por la normativa tributaria. Así también, de forma 

concreta, se debe tener por acreditado que los bienes materia del reparo fueron aportados en 

propiedad por una de las accionistas, así como también, la fecha de adquisición de los mismos 

y la valorización de cada uno de ellos. 

3.2.2)  Sobre los comprobantes de pago solicitados a ECROMSA 

182. De conformidad con el inciso j) del artículo 44 de la LIR78, “los gastos cuya documentación 

sustentatoria no cumpla con los requisitos y características mínimas establecidos por el 

Reglamento de Comprobantes de Pago [RCP]” no serán deducibles para la determinación de la 

renta imponible de tercera categoría. 

183. Al respecto, el artículo 6 del RCP79, aprobado por la Resolución de Superintendencia No. 007-

99-SUNAT, señalaba que, 

Están obligados a emitir comprobantes de pago: 

1. Las personas naturales o jurídicas, (…) u otros entes colectivos que realicen 

transferencias de bienes a título gratuito u oneroso: 

                                                
77  Este criterio ha sido reiterado por la SUNAT mediante el Informe No. 077-2017-SUNAT/5D0000. 
78  Inciso j) del artículo 44 de la LIR, aprobada por Decreto Supremo No. 054-99-EF, sustituido por el artículo 27 del Decreto 

Legislativo No. 945, publicado el 23.12.2003. 
79  Artículo 6 del RCP, sustituido por el artículo 1 de la Resolución de Superintendencia No. 034-2002-SUNAT, publicada el 

05.04.2002. 
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a) Derivadas de (…) todas aquellas operaciones que supongan la entrega de un bien 

en propiedad. 

(...) 

Tratándose de personas naturales (…), la obligación de otorgar comprobantes de 

pago requiere habitualidad. La SUNAT en caso de duda, determinará la habitualidad 

teniendo en cuenta la actividad, naturaleza, monto y frecuencia de las operaciones. 

Las personas naturales (…), que sin ser habituales requieran otorgar comprobantes 

de pago a sujetos que necesiten sustentar gasto o costo para efecto tributario 

podrán solicitar el formulario N° 820 - Comprobante por Operaciones No Habituales. 

(...). (el resaltado es nuestro) 

184. En ese sentido, teniendo en cuenta que el aporte de los ocho bienes observados califica como 

una transferencia de bienes derivada de una operación que supone la entrega de un bien en 

propiedad, en principio la persona que realiza la operación estaría obligada a emitir 

comprobantes de pago. Sin embargo, como se desprende del artículo señalado, para el caso de 

las personas naturales dicha obligación requiere habitualidad, la cual debe ser evaluada según 

la actividad, naturaleza, monto y frecuencia de las operaciones. De esta manera, solo si la 

señora Sifuentes (accionista aportante) hubiese sido habitual en el aporte a sociedades tendría 

la obligación de emitir comprobantes de pago. 

185. De los hechos se puede alegar que la señora Sifuentes no era habitual en dicha operación, más 

aún si se trata de una transferencia excepcional por un aporte de bienes para efectos de ser 

accionista de una empresa. No obstante, el mismo artículo citado refiere que, cuando el otro 

sujeto de la operación requiera sustentar gasto o costo para efecto tributario, la persona natural 

no habitual podría solicitar el Formulario No. 820 - Comprobante por Operaciones No 

Habituales.  

186. En tal sentido, ECROMSA, al ser un sujeto que requiere sustentar sus gastos o costos para 

efectos de su renta de tercera categoría, en principio, debió de haber solicitado a la señora 

Sifuentes el Formulario No. 820 correspondiente a la transferencia de bienes, no obstante, toda 

vez que ello no sería una obligación, el hecho de no solicitarlo no implica que se haya vulnerado 

lo establecido en el RCP, más aún si la Compañía puede acreditar dicha operación mediante 

documentos adicionales80.   

                                                
80  El artículo 37 de la LIR no impone un tipo de documentación específico a efectos de acreditar la fehaciencia del gasto por 

depreciación. 
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187. Por otro lado, se debe tener presente que, es el artículo 20° de la LIR la norma que regula los 

alcances vinculados al costo computable, además que establece lo que debe entender cuando 

nos referimos al costo de adquisición, producción o construcción, y por valor de ingreso al 

patrimonio de los bienes. Además, prevé cómo se determina dicho costo tratándose de bienes 

depreciables. Así, esta norma expresamente señala que,  

(…) la renta bruta estará dada por la diferencia existente entre el ingreso neto total 

proveniente de dichas operaciones y el costo computable de los bienes enajenados. 

Si se trata de bienes depreciables o amortizables, a efectos de la determinación del 

impuesto, el costo computable se disminuirá en el importe de las depreciaciones o 

amortizaciones que hubiera correspondido aplicar de acuerdo a lo dispuesto por esta 

Ley. 

(...). (el énfasis es nuestro) 

188. De esta forma, si bien se entiende que la SUNAT haya solicitado los comprobantes de pago a fin 

de corroborar el valor de adquisición (costo computable) de los bienes aportados, el cual es 

relevante para establecer la base de la depreciación de los activos, de conformidad con el 

referido artículo 2081, al igual que con el artículo 41 de la LIR - el cual, como se analizó 

anteriormente, establece el valor sobre el cual se calcularán las depreciaciones -, no se 

condiciona la deducción de la depreciación al hecho de sustentar dicho gasto con comprobantes 

de pago. 

189. Ahora bien, conforme a lo expuesto sobre la discrecionalidad de la facultad de fiscalización de 

la SUNAT, queda claro que esta podría requerir a la Compañía los documentos que considere 

pertinente en aras de comprobar la correcta determinación del IR realizada por ECROMSA, por 

lo que, sería correcto que la Administración haya solicitado los comprobantes de pago toda vez 

que estos serían uno de los documentos que tendrían vinculación con la obligación tributaria 

bajo análisis. 

190. Sin embargo, se debe tener presente que la Compañía no siempre va a estar en la obligación de 

proporcionar todos los documentos requeridos por la Administración Tributaria puesto que, 

podría darse el caso que no esté en la obligación de contar con dichos documentos, es decir, 

                                                
81  Mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo No. 1112, publicado el 29.06.2012, el cual entró en vigencia a partir del 

01.01.2013, se modificó el artículo 20 de la LIR aprobada por el Decreto Supremo No. 179-2004-EF, estableciendo la 
obligatoriedad de sustentar el costo de adquisición mediante comprobantes de pago a fin de que se deduzca la 
depreciación tributaria, estableciendo ciertas excepciones a dicha regla. 
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que no le sean exigibles, tal como le sucede a ECROMSA con los referidos comprobantes de 

pago. 

191. En ese sentido, dado que el reconocimiento del costo computable (valor de adquisición) de los 

bienes registrados como activo fijo no está supeditado a la presentación de los comprobantes 

de pago, la Compañía podría presentar otro documento a fin de sustentar los valores de 

adquisición, tal como lo hizo a razón de la presentación del Informe de Valorización adjunto a 

la Escritura Pública. 

3.2.3)  Documentación adicional para acreditar el valor y fecha de adquisición 

de los bienes observados 

192. Tal como se desprende de todo lo expuesto hasta este punto del presente trabajo, 

adicionalmente a la Escritura Pública y al Informe de Valorización inserto en ella, la Compañía 

presentó el Registro de Activo Fijo No. 01, el Libro Diario, la Declaración Jurada del aporte de 

bienes, fotografías de cada uno de los aportes realizados, así como también la copia del DNI del 

señor Leonardo Tagle, entre otros documentos82.  

193. De esta forma, si bien cada uno de estos documentos de forma independiente no llevaría a 

ninguna conclusión sobre si correspondería o no la deducción del gasto, ni tampoco acreditaría 

la valorización de los bienes, analizados de forma conjunta (junto con la Escritura Pública y el 

Informe de Valorización), sí serían suficientes para cumplir con dicha finalidad, acreditando se 

esta forma el gasto por depreciación de los activos fijos que habrían servido en la generación 

de renta gravada, tal como se analizó en el capítulo anterior.  

194. En función a lo expuesto se tiene que la Compañía habría cumplido con presentar la 

documentación solicitada por la Administración Tributaria y que le era exigible, más aún, 

considerando que no estaba obligada a contar con los comprobantes de pago a fin de sustentar 

el costo computable (valor de adquisición) de los bienes registrados como activo fijo.  

195. De igual forma, toda vez que mediante la Escritura Pública (documento de fecha cierta por 

excelencia) se desprende que los bienes materia del reparo fueron aportados en propiedad por 

una de las accionistas, así como también del Informe de Valorización (inserto en el Escritura 

Pública) se puede observar el detalle de los bienes aportados y sus valores de adquisición en 

                                                
82  Tener presente que la Compañía, en respuesta a requerimientos de información que también formaron parte del 

procedimiento de fiscalización del ejercicio 2004, presentó los registros de compras y ventas, así como también el 
organigrama y manual de funciones, entre otros documentos.  
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función al valor de mercado, los mismos que guardan relación con los registros contables y 

tributarios presentados, de conformidad con lo exigido por la normativa tributaria, se debe 

tener por acreditado con documentación sustentatoria suficiente la valorización de los bienes, 

y, de forma general, el cumplimiento de la normativa exigida para la deducción del gasto por 

depreciación calculado.  

196. Cabe señalar que, en función de lo antes expuesto y, de acuerdo con un análisis de medio – fin, 

la presentación de solo dichos documentos resulta idóneo para lograr justificar la deducibilidad 

del gasto por depreciación (lo que evidentemente incluye la acreditación de la valorización de 

los bienes del activo fijo observados por SUNAT), por lo que, exigir otro tipo de documentación 

a la Compañía resultaría oneroso de conseguir y atentatorio de sus derechos como 

contribuyente. Ello, toda vez que la norma sólo requiere que se sustente que el bien existió, que 

es de su propiedad, que se usó para operaciones gravadas, que la operación se dio a valor de 

mercado, entre otros puntos regulados expresamente, los cuales fueron claramente 

acreditados por ECROMSA.  

3.3) Desde una perspectiva constitucional, ¿la no aceptación por parte de la SUNAT 

del sustento requerido por la norma tributaria en la deducibilidad de los gastos 

de depreciación del contribuyente afecta a los principios de reserva de ley, 

legalidad tributaria y capacidad contributiva? 

197. Al encontrarnos en un modelo de Estado que se caracteriza, de conformidad con el artículo 51 

de nuestra Constitución Política del Perú83, por la supremacía de la referida Constitución, resulta 

evidente que todo órgano del Estado, así como todos los administrados tienen el deber de 

respetar lo allí establecido.  

198. Por su parte, el Tribunal Constitucional ha desarrollado jurisprudencialmente el principio de 

Supremacía de la Constitución, en virtud del cual ningún poder constituido se encuentra 

asilado o exento del control constitucional. Así, por ejemplo, mediante la sentencia recaída en 

el Expediente No. 00006-2006-CC/TC (fundamento 44), se precisó que, todos los poderes 

constituidos en Estado Constitucional Democrático están sometidos a la Constitución. De igual 

forma, mediante la Sentencia recaída en el Expediente No. 00042-2004-AI/TC (fundamento 

8), se señaló que, de conformidad con el principio de supremacía de la Constitución, esta 

                                                
83  Entró en vigencia el 31.12.2003. 
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obliga tanto a gobernantes como gobernados, incluida la administración pública. (el énfasis 

es nuestro) 

199. De esta forma, en virtud de lo expuesto, debe prevalecer siempre lo establecido en la 

Constitución, la cual vela por el respeto y la garantía de los derechos fundamentales (Torres, 

2015, p. 1114). Asimismo, se debe tener en claro que, “ningún poder u órgano del Estado ni 

nadie tiene poderes o facultades más allá de los que puedan derivarse de la Constitución” 

(Torres, 2015, p. 1114). 

200. De esta manera, se puede afirmar que la Administración Tributaria (órgano del Estado), debe 

respetar imperativamente lo establecido en nuestra Constitución, así como velando por su 

protección y correcta aplicación.   

201. Ahora bien, en materia tributaria, nuestra norma suprema mediante su artículo 74, regula la 

potestad tributaria del Estado estableciendo límites configurados por los principios 

constitucionales tributarios. Al respecto, Carmen Robles (2008), refiere que, para que el 

ejercicio de la potestad tributaria sea legítimo se deben cumplir con los límites de esta 

establecidos en la Constitución (s/p). 

202. Siendo ello así, se debe tener en claro que los principios constitucionales tributarios, los cuales 

se encuentran señalados tanto explícita como implícitamente en la Constitución, actúan como 

una garantía de la que gozan los contribuyentes frente al poder del Estado, siendo 

imprescindible su respeto tanto en la actuación de la Administración Tributaria, así como 

también en la del contribuyente. 

203. Ahora bien, en la presente sección del informe nos centraremos en los principios 

constitucionales tributarios de reserva de ley, legalidad y capacidad contributiva, puesto que 

los consideramos los principios más relevantes para el caso de ECROMSA. A continuación, 

pasamos a analizar cada uno.  

3.3.1)  El principio de reserva de ley y de legalidad  

204. En la presente sección analizaremos ambos principios constitucionales tributarios en el caso 

concreto, pero antes de ello, cabe precisar qué se debe entender por cada uno. 

205. Respecto al principio de reserva de ley, cabe indicar que este se encuentra regulado 

expresamente en el artículo 74 de la Constitución, y, se refiere a que los elementos básicos del 

tributo (hipótesis de incidencia y consecuencia normativa), sólo pueden ser creados, alterados, 
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modificados, regulados e introducidos en el ordenamiento jurídico, a través de una ley o una 

norma de rango análogo. 

206. En dicho sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional mediante la Sentencia recaída en 

el Expediente No. 0042-2004-AI/TC (fundamento 10), al indicar que el principio de reserva de 

ley contempla que la creación de los tributos, modificación, derogación, u otros supuestos 

señalados en el referido artículo 74, solo se pueda realizar mediante una ley. Dicho principio 

tiene como fundamento la fórmula histórica “no taxation without representation”84. (el énfasis 

es nuestro) 

207. De otro lado, respecto al principio de legalidad, cabe señalar que, en base a este, se “exige que 

la Administración Tributaria someta su actuación al imperio de la Ley, evitando con ello un 

actuar arbitrario de su parte” (Bravo, 2010, p.115). Este referido principio de legalidad no es 

exclusivo del Derecho Tributario, sino que el mismo se desprende del artículo 2, numeral 24, 

inciso a) de la Constitución, que a tenor señala que “Toda persona tiene derecho: (…) 24. A la 

libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: a. Nadie está obligado a hacer lo que la 

ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe”. 

208. El Tribunal Constitucional también se pronunció sobre este principio en diversa jurisprudencia 

como en la aludida Sentencia recaída en el Expediente No. 0042-2004-AI/TC (fundamento 9), 

en la cual refirió que, el principio de legalidad debe ser entendida como la subordinación de 

todos los poderes públicos a las leyes que disciplinan su forma de ejercicio.  

209. En ese sentido, conforme a dicho principio, quedaría claro que la Administración Tributaria debe 

someter su actuación a lo establecido en la ley (la cual ha sido creada de conformidad con la 

Constitución y el respeto de los derechos de los contribuyentes), evitando con ello que su 

actuación sea arbitraria.  

210. Ahora bien, dichos principios de reserva de ley y legalidad tributaria, además de estar en nuestra 

Constitución, terminan también aterrizando en la Norma IV del Título Preliminar del Código 

Tributario. Al respecto, cabe indicar que, la importancia de estar señalados en el referido Título 

Preliminar es de marcar la pauta y los pilares de entendimiento de todo el cuerpo normativo 

que viene después en el Código Tributario, aterrizando dichos principios constitucionales en el 

campo tributario.  

                                                
84 Dicha fórmula implica que los tributos sean establecidos por los representantes de quienes van a contribuir. 
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211. De esta forma, el respeto de los referidos principios constitucionales forma la base sobre la cual 

se edifica la institucionalidad tributaria en nuestro ordenamiento jurídico, regulando no solo la 

actuación de la Administración en un escenario donde esta tiene una posición de ventaja frente 

al contribuyente, sino también actuando como garantía constitucional del respeto de los 

derechos fundamentales de los aludidos contribuyentes.  

212. En ese sentido, ya teniendo en claro qué se debe entender por dichos principios, así como la 

importancia del respeto de estos en materia tributaria por parte de la Administración, pasamos 

a analizar nuestro caso en concreto. 

213. Sobre el respeto del principio de legalidad por parte de la Administración Tributaria, se debe 

tener presente que, si bien la Administración Tributaria ejerce su facultad de fiscalización de 

forma discrecional (en los términos antes expuestos), dicha discrecionalidad es aplicable 

respecto al momento del inicio de la fiscalización, al periodo y tributos a fiscalizar, entre otros 

aspectos como qué documentos solicitar a la Compañía, no obstante, para efectos de emitir un 

pronunciamiento sobre la obligación tributaria y los aspectos materia de fiscalización, se debe 

tener en claro que hay normas expresamente establecidas en la normativa tributaria que se 

deben respetar.  

214. Siguiendo dicha línea, tal como lo ha señalado Sandra Sevillano (2014), no es posible considerar 

que la referida facultad discrecional en el procedimiento de fiscalización abarque la etapa que 

corresponde a la determinación de la obligación tributaria, puesto que para esta parte el 

Código tributario ha previsto claramente cuáles son las normas a seguir por la administración 

y cómo deberá comportarse. (p. 83) (el énfasis es nuestro) 

215. Así, por ejemplo, se tiene que, de acuerdo con el artículo 63 del Código Tributario, la 

determinación que realice la SUNAT como regla general se debe dar sobre base cierta85. 

Asimismo, para la determinación de la obligación tributaria, por ejemplo, en el caso específico 

del IR, se cuenta con los artículos de la LIR y su Reglamento, los cuales establecen y regulan las 

normas en concreto que se deben de cumplir por el contribuyente, y a su vez, que sirven de 

base y límite sobre qué debe verificar la Administración Tributaria en los procedimientos de 

fiscalización vinculados al IR.  

                                                
85  La determinación sobre base cierta implica que, se base dicha determinación en documentación pertinente con la cual 

se pueda determinar la verdadera naturaleza del hecho imponible. 
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216. Recordemos que, los actos que se realizan en la fiscalización tienen como finalidad verificar que 

el contribuyente efectivamente haya cumplido lo establecido en la ley (Chau, 2017, p. 239). 

Siendo ello así, resulta evidente que, la Administración Tributaria, al emitir su conclusión sobre 

el procedimiento de fiscalización, debe hacerlo basado en los artículos concretos de la ley que 

regula los elementos y aspectos que son materia de revisión. Así, en el caso de ECROMSA que 

se analiza el IR, la SUNAT se debería de basar en lo establecido en la LIR y su Reglamento, no 

yendo ni exigiendo al contribuyente más allá de lo que la misma norma tributaria exige, puesto 

que lo contrario no solo afectaría el principio de legalidad, sino también al principio de reserva 

de ley, y, por ende, a los derechos del contribuyente.  

217. Ahora bien, sobre la verificación de si ECROMSA habría cumplido con las condiciones 

establecidas en la norma tributaria a efectos de aceptar la deducción del gasto por depreciación, 

así como, si en concreto, habría acreditado la valorización de los bienes aportados, se tiene que, 

como bien se ha analizado a lo largo del presente informe, ECROMSA sí habría cumplido con la 

normativa tributaria exigida así como con la acreditación de la valorización de los bienes, por lo 

que se debería de aceptar la deducción del gasto por depreciación de los activos fijos 

observados, lo que a su vez implicaría que la SUNAT no modifique la determinación de la 

obligación tributaria efectuada por el contribuyente. 

218. Por tanto, teniendo como premisa que se habría cumplido con lo exigido por la normativa 

tributaria86, negar la deducción del gasto por depreciación implicaría la afectación del principio 

de legalidad tributaria, toda vez que la SUNAT estaría actuando de forma arbitraria al no 

someter su actuación a lo delimitado por la LIR y su Reglamento; y, del principio de reserva de 

ley, puesto que, la SUNAT, al exigir más allá de lo señalado por la normativa tributaria, en 

realidad estaría modificando la hipótesis de incidencia de una norma, asignándose una potestad 

tributaria con la que no cuenta. 

219. Al respecto, volvemos a reiterar que cualquier modificación o exigencia adicional que tenga 

implicancia en la hipótesis de incidencia debe ser establecida mediante una ley u otra norma 

con carácter de ley, por lo que, evidentemente, no podría hacerse efectiva mediante una 

resolución de SUNAT en la que comunica al contribuyente sus conclusiones respecto de un 

                                                
86  Así como también por la normativa societaria. 
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procedimiento de fiscalización, tal como pretendía la Administración Tributaria, afectando el 

derecho de los contribuyentes de contar seguridad jurídica87. 

3.3.2)  El principio de capacidad contributiva 

220. Uno de los principios que se encuentra implícitamente regulado en el artículo 74 de la 

Constitución, tal como lo ha señalado el Tribunal Constitucional en diferentes 

pronunciamientos, es el principio de capacidad contributiva, sobre el cual nos centraremos en 

esta sección toda vez que lo consideramos como otro de los principios constitucionales 

tributarios más relevantes para el presente caso. A continuación, explicaremos el porqué, pero, 

previo a entrar en el análisis de nuestro interés, explicaremos brevemente qué se debe 

entender por dicho principio. 

221. La capacidad contributiva, según el profesor Ruiz de Castilla (2001), es la aptitud económica que 

tienen los sujetos para asumir cargas tributarias (p. 91). Siguiendo la misma línea, nuestro 

Tribunal Constitucional, mediante la Sentencia recaída en el Expediente No. 0053 – 2004 – AI/TC 

(fundamento VIII, B 1), ha señalado que, dicho principio constituye la base para determinar la 

cantidad individual con que cada sujeto puede/debe contribuir. 

222. En ese sentido, queda claro que, para que se genere la obligación tributaria en un determinado 

sujeto es necesario que este cuente con índices de riqueza susceptible de imposición y, que, la 

contribución deba establecerse en base a la aptitud contributiva del contribuyente, la cual debe 

ser acorde con una específica hipótesis normativa (Chagoyán, 2007, p. 19). 

223. Ahora bien, como se ha analizado, el caso de ECROMSA trata sobre la deducción del gasto por 

depreciación, la cual, es la forma como la Compañía puede recuperar el costo o gasto incurrido 

en los activos fijos88. Sobre el particular, César García Novoa refiere que, el sustento del derecho 

a la depreciación es la capacidad contributiva, puesto que el ingreso real debe reconocer todos 

los costos incurridos en su obtención, lo cual incluye a la parte de los costos compuesta por la 

depreciación. (García, 1994, como se citó en Rocano, 2019, p. 36) 

                                                
87  La seguridad jurídica establece un margen claro, notorio y cierto de acción personal dentro del seno de la comunidad, 

así como también un margen de limitación a la acción de los gobernantes de la comunidad (García, 2021, s/p). 
88  Al respecto, recordemos que hay costos o gastos no sólo en una compraventa, sino también en un aporte de capital en 

el que se transfiere la propiedad de bienes no dinerarios, ello, puesto que esta es una operación que implica una 
contraprestación onerosa, es decir, el nuevo accionista le transfiere en propiedad los bienes muebles a la Compañía y, a 
cambio, la Compañía le “paga” otorgándole participaciones al accionista. 
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224. Asimismo, teniendo en consideración la diversa jurisprudencia del Tribunal Fiscal al respecto, 

se debe tener presente que la teoría que se sigue en Perú es que la capacidad contributiva es el 

fundamento de la depreciación tributaria, toda vez que la pérdida de valor constituye un 

elemento del cálculo de las rentas gravadas, incluyéndola, así como un elemento del ámbito 

objetivo del nacimiento de la obligación tributaria. (Rocano, 2019, p.38) 

225. Por tanto, desconocer la deducción de un gasto por depreciación que se encuentre conforme a 

la normativa tributaria y, debidamente sustentada, implicaría una afectación al principio 

constitucional tributario de capacidad contributiva, toda vez que no se estaría reconociendo el 

total de los costes incurridos en el proceso de obtención de las ganancias gravadas, puesto que, 

como hemos venido sosteniendo, se deben disminuir de la renta bruta todos los costos 

incurridos en el proceso de obtención de las rentas gravadas, lo cual evidentemente, incluye a 

los costos vinculados con el desgaste o disminución del valor de los bienes utilizados. 

226. De esta forma, se estaría gravando el IR sobre una base imponible que no correspondería a la 

capacidad contributiva del contribuyente, imponiendo un gravamen superior al que debería 

corresponder según el marco legal y constitucional. 

227. Ahora bien, en nuestro caso de interés, tal como se ha analizado en el anterior capítulo, 

ECROMSA habría cumplido con cada uno de los requisitos y formalidades establecidas tanto por 

la LIR como por el Reglamento de la LIR para efectos de la deducción del gasto por depreciación 

de los bienes aportados, así como también, de conformidad con lo analizado en el presente 

capítulo, habría presentado los documentos suficientes para acreditar dicho gasto.  

228. En tal sentido, sobre la base de que la Compañía habría cumplido con todo lo exigido por la 

normativa tributaria a efectos de que se le permita deducir el gasto por depreciación de los 

bienes aportados, el desconocimiento de dicha deducción conllevaría a la vulneración del 

principio constitucional de capacidad contributiva de ECROMSA puesto que la Administración 

Tributaria no le estaría permitiendo disminuir el total de sus costes incurridos en la generación 

de renta gravada, pretendiendo que el contribuyente tribute sobre una base imponible que no 

corresponde a su verdadera aptitud económica. 

229. En virtud de todo lo expuesto, reiteramos que la SUNAT cuenta con discrecionalidad al 

momento de llevar a cabo sus fiscalizaciones, motivo por el cual, se encontraba facultada a 

solicitarle a ECROMSA los documentos que consideraba pertinentes para verificar la correcta 

determinación de la obligación tributaria. No obstante, para efectos de emitir su conclusión 
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sobre si modificar o no la determinación efectuada por la Compañía, debe regirse por lo 

establecido expresamente en la normativa tributaria, no exigiendo al contribuyente más de lo 

que la misma norma exige.  

230. En ese sentido, tal como se señaló en la Resolución No. 08084-4-2012 emitida por el Tribunal 

Fiscal en el presente caso, la Compañía sí habría cumplido con acreditar la valorización de los 

bienes, pero no solo ello, sino que, de acuerdo al análisis realizado en el presente informe, 

señalamos que ECROMSA también habría cumplido con el total de las condiciones reguladas en 

la normativa tributaria para aceptar la deducción del gasto por depreciación de los bienes 

observados, por lo que, no aceptar su deducción conllevaría a la vulneración de determinados 

principios constitucionales tributarios, afectándose así gravemente la seguridad jurídica y los 

derechos de ECROMSA como contribuyente, tal como se ha analizado.  

231. En ese sentido, consideramos que el Tribunal Fiscal también debió analizar la afectación a los 

principios constitucionales tributarios como el principio de reserva de ley, legalidad y capacidad 

contributiva, que SUNAT estaba generándole al contribuyente al pretender basar la 

acreditación de la valorización y, en general, la deducción del gasto por depreciación, en 

documentos que la normativa tributaria no exige.   

VI. CONCLUSIONES 

1. El aporte de capital efectuado a ECROMSA es válido toda vez que: i) cumple con las formalidades 

exigidas a todo acuerdo de aumento de capital de conformidad con el artículo 201 de la LGS, ii) 

consta en escritura pública, Kardex No. 12053, incluyendo el informe de valorización, iii) la 

entrega de los bienes se efectuó con anterioridad al otorgamiento de la referida escritura 

pública, y, iii) se inscribió en los registros públicos. 

2. El informe de valorización efectuado y suscrito por el Sr. Tagle es válido de acuerdo con la 

normativa societaria puesto que cumple con lo establecido en el artículo 27 de la LGS y la 

finalidad requerida por el artículo 36 del Reglamento del Registro de Sociedades, no existiendo 

la obligación de que este sea efectuado por un perito oficial. 

3. ECROMSA cumple con la normativa tributaria establecida en la LIR para efectos de la deducción 

del gasto por depreciación de los bienes aportados, dado que cumple con el principio de 

causalidad, y, efectúa el cálculo del gasto por depreciación de forma correcta al tomar como 

base los valores de adquisición proporcionados por el informe de valorización, los cuales 

corresponden con el valor de mercado, y, respeta la tasa máxima de depreciación del 10% anual. 
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4. La Compañía cumple con las disposiciones adicionales establecidas en el Reglamento de la LIR 

para efectos de la depreciación de los bienes, puesto que: i) la depreciación se computó a partir 

del mes en que los bienes fueron utilizados en la generación de rentas gravadas, ii) la 

depreciación fue contabilizada dentro del ejercicio gravable en los libros y registros contables, 

y, iii) la Compañía llevó un control permanente de los bienes del activo fijo en libros auxiliares 

como es el Registro de Activo Fijo. 

5. De conformidad con lo exigido por la normativa tributaria, ECROMSA acreditó con 

documentación sustentatoria suficiente la valorización de los bienes, y, de forma general, el 

cumplimiento de la normativa exigida para la deducción del gasto por depreciación calculado, 

toda vez que presentó: i) la Escritura Pública en la que se desprende que los bienes materia del 

reparo fueron aportados en propiedad por una de las accionistas, ii) el Informe de Valorización, 

válido según la normativa societaria, donde se observa el detalle de los bienes aportados y sus 

valores de adquisición en función al valor de mercado, y, iii) documentos adicionales como el 

Registro de Activo Fijo y el Libro Diario, que guardan relación con los primeros. 

6. La no aceptación por parte de la SUNAT de la acreditación del sustento requerido por la norma 

tributaria en la deducibilidad de los gastos por depreciación de los bienes del activo fijo 

observados a ECROMSA, vulnera principios constitucionales tributarios como el de legalidad 

tributaria, reserva de ley y capacidad contributiva, afectando así los derechos del contribuyente. 
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VIII. ANEXOS 

Anexo 1:  Requerimiento No. 0222060000376 del 19.01.2006, mediante la cual la Administración 

Tributaria solicitó sustentar la provisión por depreciación de activos fijos que provendrían 

de aportes no dinerarios realizados por la accionista de la Compañía. 

Anexo 2:  Escrito de respuesta de ECROMSA de fecha 24.01.2006, mediante la cual la Compañía da 

respuesta al Requerimiento No. 0222060000376. 

Anexo 3:  Resultado del Requerimiento No. 0222060000376 de fecha 26.01.2006, a través del cual 

la SUNAT concluye que no se habría cumplido con acreditar la valorización de los bienes 

ni con las condiciones establecidas en la normativa tributaria para aceptar la deducción 

del gasto por depreciación de los bienes observados.  

Anexo 4:  Requerimiento No. 0221050004742 de fecha 30.11.2005, emitido en el marco del artículo 

75 del Código Tributario, y su resultado de fecha 26.01.2006. 

Anexo 5:  Resolución de Determinación No. 024-003-0017529 emitida el 27.02.2006, mediante la 

cual se disminuyó el Saldo a Favor del IR a razón del reparo del gasto por depreciación. 

Anexo 6: Recurso de reclamación presentado el 21.03.2006 y anexos, a través de la cual la Compañía 

solicitó que se deje sin efectos la resolución de determinación No. 024-003-0017529. 

Anexo 7:  Recurso de apelación presentado por la Compañía el 23.03.2007, interpuesto contra la 

resolución ficta denegatoria de la reclamación. 

Anexo 8:  Resolución del Tribunal Fiscal No. 08084-4-2012 de fecha 24.05.2012, mediante la cual el 

Tribunal Fiscal declaró fundada la apelación contra la resolución ficta denegatoria de la 

reclamación y, dejó sin efectos la Resolución de Determinación No. 024-003-0017529. 
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